Appendix 8
“Aguas de Tunari, Go Home!”: towards a critical evaluation of the contract for drinking water in Cochabamba
This paper analyses the Cochabamba water contract signed in October 1999. It argues that key elements in this contract led to the Cochabamba water wars. The paper analyses four elements of the contract: the technological aspects, socio-economic factors, legal and formal aspects. It begins by discussing the role of the World Bank in re-structuring SEMAPA and includes a discussion of the debates around the viability of the Misicuni Multiple Dam proposal as a new source of water for SEMAPA. It also discusses the quality of the existing network and issues such as run off waters and environmental risk.
The discussion of social economics issues focuses on the exclusive nature of the contract highlighting the problems this causes for users of alternative water systems. The implications of Law 2029 for these users and irrigators is also discussed. Next the tariff structure and mandate to extend the network are examined and debates over the area of the concession and the financial investments through which the consortium was established are also examined. The main conclusions are that:
· The contract formed part of the government’s strategy to privatise resources with the support of the World Bank whose loans were dependent on adopting such a model.
· The contract, as written, did not secure the construction of the Misicuni Multiple Dam project
· Under the concession the new company did not have to take any responsibility for work and investment that would not yield a profit, therefore environmental and social concerns were subordinate in the contract
· The contracts was designed to ensure a quick profit for the consortium with minimum investment
· Access of the poorest groups to water was not guaranteed in the contract, the principle of monopolies and full cost recovery mitigated against such a goal by limiting alternative systems and allowing high tariff increases.
· With the support of law 2029 and SIRESE, the contract introduced mechanisms that meant that the control over the decisions taken by concessionaire company would be limited. Confidentiality clauses further made accountability difficult. The financial model channelled complaints in such a way that did not guarantee that they would be dealt with locally and effectively
· Legal irregularities and contradictions between different types of legislation were evident and worked in favour of the concessionaire company. 
“AGUAS DEL TUNARI, GO HOME”: ELEMENTOS PARA UNA CRITICA DEL CONTRATO DE CONCESION DEL AGUA POTABLE EN COCHABAMBA
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INTRODUCCION

 

Durante las protestas de Washington en abril del 2000, Oscar Olivera, representante de la Coordinadora, fue recibido como un héroe, los participantes mostraban una mezcla de sorpresa y admiración, al enterarse que un pueblo, pequeño y desconocido, como Cochabamba, fue capaz de hacer retroceder exitosamente a una multinacional, apadrinada por las políticas del BM, mas aún tomando en cuenta que normalmente este tipo de movimientos han sido derrotados en otras regiones del mundo, y el gran capital se ha impuesto. Cochabamba es hoy considerado un ejemplo para los movimientos sociales del mundo que están luchando contra la privatización y los efectos perversos del capitalismo global. Esta misma sensación encontré durante las protestas de Praga, en septiembre: una participante en uno de los foros paralelos a la cumbre del IMF/WB me decía que el testimonio de Cochabamba da ánimos para seguir luchando. 

 

Por que la población salió a las calles, hasta conseguir la rescisión del contrato? Se dice que el agua fue una excusa, pues tras las movilizaciones se hallaban demandas sociales no satisfechas, clamor por justicia social, la crisis del modelo neoliberal (al respecto ver Garcia Linera et. al. 2000), pero lo evidente es que fueron dos las causas inmediatas y directas para el movimiento de Cochabamba: la aprobación de la ley 2029 en el Parlamento de la República y la otorgación, en calidad de Concesión, de la empresa de agua potable SEMAPA, incluyendo la ejecución del Proyecto Múltiple Misicuni (PMM), al consorcio “Aguas del Tunari”. El primero punto ha sido analizado en el capítulo anterior, el segundo será motivo del presente.

 

Me interesa estudiar cuales fueron los principales aspectos críticos de este contrato, que a lo largo del conflicto fueron observados por la Coordinadora Departamental del Agua y la Vida, y que motivaron la impronta cochabambina. 

 

Para ello he realizado una sistematización de los principales temas cuestionados, y que fueron apareciendo desde la firma del contrato, en octubre del 99, hasta la salida del consorcio en mayo del 2000; he priorizado y ordenado temáticamente estos asuntos, y posteriormente analizado sus efectos e implicaciones. El análisis esta dividido de acuerdo a cuatro ejes temáticos: aspectos técnicos, socioeconómicos, jurídicos y formales, que permiten un acercamiento ordenado a las observaciones.

 

Cronológicamente el análisis del  contrato termina en mayo del 2000; no he incluido los últimos acontecimientos, producto de la aparición de una misteriosa carta por la cual International Water cede sus derechos a una compañía holandesa, por la escasa información existente y porque forma parte del nuevo escenario que ha planteado la Guerra del Agua: la compensación.

 

 

 

I. La reestructuración de SEMAPA y el Banco Mundial

 

Se dice que el contrato con “Aguas del Tunari” es un documento mal elaborado, y de ahí su fracaso.  Por el contrario, si bien es un texto enredado y árido, en realidad esta muy bien pensado, y, como pretendo mostrar evidencias, es coherente con las tendencias dominantes de las políticas hídricas y de saneamiento básico, que el gobierno estuvo implementando desde principios de los 90’s: facilitar la privatización del agua potable y los recursos hídricos en el país. La Ley 2029 estaba en esta dirección, como he mostrado en el capítulo anterior, y el Contrato hacia realidad el propósito del gobierno y las agencias internacionales.

 

También suele afirmarse que el Banco Mundial no tuvo nada que ver en la privatización de SEMAPA, que habría sido una decisión “soberana” del gobierno boliviano; este es un tema que merece ser estudiado con mayor detalle, pero existe la evidencia que el Banco Mundial dio un préstamo de 14.4 millones de $US, de los cuales el 87% habían sido “girados” a diciembre de 1997, es decir previo a la licitación (PARIBAS/SEMAPA/Empresa Misicuni, 1998: II-53):
 

CUADRO No 2

PROYECTO DEL BANCO MUNDIAL – COMPONENTES PRINCIPALES

 

	DESCRIPCION
	MONTOS
	EMPRESA

	Diagnóstico y definición de las necesidades de SEMAPA
	US$ 277,000
	ENCIBRA

	Diseño e implementación del PROFISE (Programa de Fortalecimiento Institucional)
	US$ 2,600,000
	COMSIP

Engenharia

	Elaboración del Plan Maestro de Recursos Hídricos, incluyendo diseños finales e implementación
	US$ 11,500,000
	 


Fuente: PARIBAS/SEMAPA/Empresa Misicuni, 1998: II-53

 

El préstamo era por 20 años, con una gracia de 5, a una tasa Libor +1%
[2]. La elaboración del Plan Maestro… incluía la expansión y rehabilitación de la planta de tratamiento de Cala Cala, rehabilitación del sistema de Vinto-Coña Coña, expansión de la red en el área norte de la ciudad PARIBAS/SEMAPA/Empresa Misicuni, 1998: II-52-53). Este y otros préstamos, como el del gobierno francés o el del BID, formaban parte de la estrategia nacional planteada por el gobierno boliviano en el Plan Nacional de Saneamiento Básico (1992-2000); en ella ya se establecían el tipo de inversiones para SEMAPA, pero fundamentalmente estaba claro que estas inversiones estaban orientadas a una futura privatización de la empresa.

 

Los dos primeros montos del préstamo están directamente vinculados al fortalecimiento institucional de SEMAPA, pues la futura privatización requería una empresa eficiente y sólida, y la tercera se halla en la perspectiva de mejorar el funcionamiento del servicio, con lo cual se tenía un cuadro completo para la futura entrega a manos privadas. En resumen: la privatización de SEMAPA es un proceso largamente masticado y planificado, bajo el padrinazgo del Banco Mundial, y estaba inserto en las políticas publicas del sector. 

 

 

Ahora bien, la forma cruda y autoritaria de su aplicación en Cochabamba, y los efectos duros que ello implicaba para las condiciones de vida de la población, profundizó la ira popular, ya saturada de quince años de Ajuste Estructural. Veamos entonces los puntos críticos del contrato.

 

II. ASPECTOS TÉCNICOS

Flexibilización de Proyecto Múltiple Misicuni

 

En la aclaración pública que realizó el gobierno al documento de “Informe y Conclusiones” de la Coordinadora, cuando esta se retiró de las negociaciones de febrero, ratificó que “la concesión, implica la ejecución del  Proyecto Múltiple Misicuni (PMM) para la dotación de agua potable a Cochabamba, la dotación de agua de riego y la generación de energía eléctrica…” (en LT 5-III-00 B6); Pero no especificaba a cuál PMM se refería: si al de la Convocatoria original, bajo los términos de referencia formulados por el Informe Paribas (1998), o al producto de la negociación con el Consorcio (Vargas 2000:24), el denominado Misicuni “flexibilizado”. El cuadro 3 muestra estas diferencias.
 

Cuadro No 3

PROYECTO MULTIPLE MISICUNI SEGUN INFORME PARIBAS (1998) Y CONCESION (1999)

	CARACTERISTICA
	INFORME PARIBAS
	CONCESION AT

	 
	FASES  I-II-III
	FASE I
	 

	Tamaño de la presa
	120 mts
	105 mts
	95 mts

	Capacidad de embalse
	 
	125 mill. m3
	100 mill. m3

	Túnel
	19.5 Km. largo
	 
	19.2 Km. largo

	Producción de agua
	6.6 m3/s
	3.9 m3/s
	2.5 m3/s (1)

	Caudal para la población
	 
	2.5 m3/s
	2 m3/s

	Caudal para riego
	 
	1.4 m3/s
	0.5 m3/s

	Producción de electricidad
	425 GWh/año
120 Mw
	300 GWh/año

120 Mw
	40 Mw

	Línea de transmisión (115 kV)
	 
	25 Km longit.
	13 km longit. (aprox.)

	Municipios beneficiados con distribución de agua potable
	5 municipios en el Valle de Cochabamba.
	 
	Solo la provincia Cercado de Cochabamba

	Superficie a regar
	 
	6000 Has
	2000 Has

	Canal principal de riego
	Sin especificar
	Sin especificar
	No se incluye


Fuente: elaboración propia en base a Vargas 2000; PARIBAS/SEMAPA/Empresa Misicuni ( 1998)
(1) (1)     Gobierno Boliviano; Superintendencia de SSBB; empresa Misicuni 2000; en LT 5-III-00 B6-7

Contrato de Concesión Aguas del Tunari 1999.

 

De la comparación de ambos documentos llama la atención lo siguiente:

 

· -          El contrato de concesión no respeta los alcances del PMM en su Fase I, menos el conjunto del proyecto, particularmente en lo que al tamaño de la presa se refiere, traduciéndose en menor cantidad de agua disponible.

 

· -          El caudal destinado a agua potable se reduce, pero el de riego es mucho mayor, tanto que la construcción del canal principal de riego es descartado.

 

· -          Por tanto, la superficie a regar se reduce también al mínimo. 

 

· -          La generación de electricidad es reducido a la tercera parte, y el tendido de la línea de transmisión para la energía eléctrica también a la mitad.

 

El origen de estos cambios esta en la licitación; la primera, emitida el 27-VIII-98, fue formulada en base al informe PARIBAS, de mayo de ese mismo año, pero este es postergado, pues si bien existían empresas interesadas, ninguna había presentado propuestas. 

 

En un Informe de PARIBAS, al entonces Ministro de Comercio Exterior, J. Crespo, sobre la convocatoria, se desahucia la concepción múltiple del proyecto, pues a los inversionistas no interesaría la concepción múltiple, es decir, agua potable, riego y energía eléctrica.

 

El informe establecería que la única opción es limitarse a la construcción del túnel de trasvase, con una presa más pequeña de la proyectada y el bombeo que asegure solo una dotación de agua de 1500 l/seg. (En Ultima Hora 28/II/99).
 

El 2-III-99 se publica la nueva convocatoria, flexibilizado, bajo las recomendaciones de PARIBAS, donde el carácter múltiple es prácticamente descartado, para hacer más vendible el proyecto.
 

El 31-III-99, a 15 días de la adjudicación, a través de la Enmienda Nº 5, el Ministerio de Inversiones flexibiliza nuevamente el pliego de especificaciones, reduciendo de 50 a 25 millones de $US el capital autorizado. El Capital suscrito y pagado es también reducido de 30 a 15 millones; en ambos representa una rebaja del 50%. Otros cambios técnicos “a solicitud de las empresas proponentes”, también fueron considerados por el equipo interinstitucional encargado de realizar el proceso de concesión (SEMAPA, Misicuni, ministerio, Alcaldía de Cochabamba) (ministro Crespo en OP 1/IV/99); Acá definitivamente el proyecto Misicuni se convierte en un proyecto prácticamente exclusivo de agua potable para el Cercado (Sánchez Escobar en LT 24-X-00).

 

Bajo este antecedente, el 19/IV/99, a través del DS No 25351, el gobierno declara desierta la convocatoria No MCEI/SE-SA/UR/SEMAPA-MISICUNI/05/98, pues el único proponente fue el consorcio Aguas del Tunari (AT), quien no habría cumplido con determinadas condiciones exigidas en el pliego de especificaciones establecidas al efecto (14 de abril era la fecha límite).

 

Pero, el Art 2 del mismo decreto autoriza la negociación con AT, y establece una comisión conformada por

· -          Viceministro de Inversión y Privatización

· -          Prefecto de Cbba

· -          Alcalde municipal de Cbba

· -          Superintendente de Aguas

· -          Superintendente de Electricidad

· -          Presidente ejecutivo de la empresa SEMAPA

· -          Gerente general SEMAPA

 

Esta comisión tenía 45 días para realizar la negociación, "sobre la base de los documentos contractuales de la licitación …y la propuesta presentada por el indicado Consorcio".
 

Durante ese tiempo la comisión realiza varias reuniones con los representantes del consorcio, en Cochabamba y La Paz, donde la base de las conversaciones es la propuesta de AT antes que el pliego del Misicuni “flexibilizado”. El presidente del Comité Cívico (C.C.) participa en las reuniones, aunque sin derecho a voto.

 

El 8/VI/99, por fin, sale humo blanco y el informe de la Comisión Negociadora es emitido, donde sugieren realizar el contrato con AT, “por resultar conveniente para el interés nacional y particularmente para el departamento de Cbba".

 

Que muestra este proceso?

1. 1.      Que el gobierno se adecuó a las demandas  de las empresas proponentes, hecho que se tradujo modificando los términos de referencia de la convocatoria original. Mas aún, el gobierno, en su propósito por privatizar SEMAPA y el Proyecto Misicuni, envió a Europa comisiones para hacer “lobby” con las compañías
[3]; estas ponen pretextos para no presentarse, en el fondo esperaban lo que sucedió: 

 

· -          mejores condiciones en la licitación

· -          menores garantías en dinero

· -          reducción de capital autorizado

· -          incremento de la Tasa Interna de Retorno (TIR)

· -          incrementos tarifarios adecuados a una TIR elevada
 

2. Lo grave es que estos temas no eran explicados abiertamente, como sugiere un proceso transparente; el gobierno insistía que era el PMM “soñado por los cochabambinos” el que se iba a ejecutar. Pero, este sueño estaba supeditado a factores que lo hacían irrealizable.

 

Los sectores opuestos al contrato enfatizaron la flexibilización del PMM como indicador de la inviabilidad de la concesión: 

 

"Han logrado negociar un proyecto minimizado, han transformado de un proyecto de desarrollo regional a un proyecto de agua potable". (Comité de Defensa del Agua XII/99:1)

 

Por ello durante las negociaciones de febrero, la Coordinadora consideraba que "la alternativa actual no garantiza, desde ningún punto de vista, la ejecución del PMM que ya tuvo costo de 12 millones de US$ en la etapa de preinversión. Para ejecutar el proyecto habría que subvencionar con 70 millones de $US para la construcción del túnel que ya esta en ejecución. (Coordinadora...Informe y Conclusiones 21/II/00:3).

 

 Y por ello también consideraba que no existía un objeto cierto en el contrato, tema que apareció en las negociaciones de febrero, y que pretendía resumir el hecho de que el PMM había sido flexibilizado: el gobierno no decía toda la verdad, cuando afirmaba que se iba a construir el PMM, y el contrato no garantizaba su realización, sino una versión reducida, donde el componente agua potable era el principal.

 

El Comité de Defensa del Agua decía que “no hay Proyecto Misicuni en la oferta de AT…; en realidad quieren hacer un proyecto más pequeño” (reunión Comité 6/I/00). Es decir el contrato esta describiendo un nuevo proyecto Misicuni
[4]
Nuevos estudios

 

Antes de la concesión, el gobierno y la empresa Misicuni habían difundido que el PMM era un proyecto terminado, en fase de diseño final, y que solo requería un inversionista. El “nuevo” Misicuni se refleja en la introducción de nuevos estudios dentro las claúsulas del Contrato. Entre las obligaciones del concesionario (Art 12) se especifica "Construir las obras del componente de Aguas del PMM necesarias para la provisión de agua al Area de Concesión, para los usos contemplados por la Concesión. Las dimensiones finales, especificaciones y costo de dichas obras serán determinadas por investigaciones de campo, estudios de factibilidad y diseño detallado"(12.1.1.)
 

“Porque el contrato permite a AT que haga nuevos estudios?” se preguntaba Gabriel Herbas, miembro de la Coordinadora  (14/I/00); este era un indicador de la flexibilización del proyecto, pues al haberse reducido las características orginales propuestas en su formulación, era necesario realizar estudios adecuados a estas nueva realidad, poniendo incertidumbre indudablemente a un Misicuni múltiple. 

 

En una reunión del equipo técnico asesor de la Coordinadora, se decía que AT iba a botar los 12 millones de estudios previos y ellos pondrían los nuevos términos de referencia, para implementar el “Misicunito” (reunión equipo técnico que iba a negociar luego de febrero 17/II/00), pero en el momento que económicamente les fuera ventajoso, y no en función a las necesidades regionales.

 

La introducción de “nuevos estudios” en el proyecto Misicuni solo añadió mayor desconfianza respecto a las responsabilidades de AT con el contrato: “…incluso tenemos la incertidumbre de que (la empresa AT) vayan a hacer la presa, por qué, porque vamos a la cláusula 12.1.1. qué dice?, que primero van a hacer un estudio, e investigaciones, para evaluar, entonces qué significa?” (S. Soria en reunión Coordinadora 15-III-00).

No hay componente riego
 

De acuerdo al Informe PARIBAS la fase I del PMM debía disponer 1.4 m3/s de agua para riego, pero en el contrato este fue reducido a 0.5 m3/s. En diciembre de 1999, en un documento el Comité de Defensa del Agua afirmaba que "(ha) desaparecido proyecto de riego. Solo se indica que entregarán 500 l/s a la empresa Misicuni como pago por el alquiler del túnel, el precio es de agua cruda, no se tiene ningún valor para señalar a los campesinos a que precio se le entregaría en su parcela"(Comité...XII/99:1). Y el punto 19 del “Informe y Conclusiones” de la Coordinadora, previo a su retiro de las negociaciones de febrero, expresaba que “el componente riego no esta comprometido en el contrato, se deja como responsabilidad de obtener el financiamiento, ejecución y desarrollo a la empresa Misicuni". (Coordinadora... 21/II/00:3).

 

De hecho, al no incluir el canal principal en la infraestructura a ser construida por AT, este componente prácticamente estaba descartado. En la solicitada arriba mencionada, el gobierno afirmaba que por la “naturaleza del mercado”, el Estado, a través de la empresa Misicuni, se haría  responsable del “desarrollo y complementación de la infraestructura de riego…” (LT 5-III-00 B7), una forma sutil de decir que el Estado asumiría los costos de una infraestructura que originalmente era responsabilidad del concesionario. Pero más grave aún, en la posibilidad que hubiese agua para riego, AT tenía la exclusividad de beneficiarse de la infraestructura, cobrando la tarifa establecida (Numeral 19.1.4.).

Inseguridad de la obligación de construcción de infraestructura

 

La construcción de infraestructura relacionada con el PMM, particularmente la represa principal y las obras relacionadas, según el contrato, “esta sujeta a que el Concesionario obtenga compromisos incondicionales de financiamiento o financiamiento no garantizado por el patrimonio de los accionistas, bajo condiciones aceptables por el concesionario…” (Numeral 12.2).

 

Obtener el financiamiento para las construcciones, no implicaba poner en riesgo el patrimonio de los accionistas, además que buscaba condiciones favorables de crédito; que pasaría si AT no conseguía estos créditos a su plena satisfacción? AT podía postergar cumplir metas y responsabilidades bajo este argumento, pues el contrato lo permite (art. 45), o en última instancia retirarse; como decía Gabriel Herbas, con estas facilidades, “AT puede decir ‘no hago el proyecto y me voy’” (14/I/00), sin que la población pueda recurrir a instrumentos legales para evitarlo.

 

Por otro lado, producto de la flexibilización del proyecto y la incertidumbre del financiamiento, no existían fechas precisas para la construcción y finalización de la infraestructura importante del proyecto, como la represa. 

 

El tema de las fechas se habría discutido en las negociaciones, pero en el caso de la represa se decidió mantenerla abierta tomando en cuenta que no se sabía cuando iba a ser terminado el túnel; AT quería estar segura previamente de su conclusión, para luego construir la presa (comunicación personal Claudia Vargas VII/00). Así se explica que la Coordinadora afirme que "la documentación analizada ha permitido determinar que no existe proyecto a nivel de diseño final, para ejecutar la presa y obras anexas". (Coordinadora 2000:3); no podía haberlo mientras el túnel no estuviera concluido.

Cobertura de la red

 

En el Contrato no existía un proyecto de cobertura de la red pública, el Anexo 6 de “Metas de Expansión” solo enuncia metas, donde el año 2004 se alcanzaría un 84%  de cobertura y el 2034 el 100%.  

 

Por otro lado, durante las negociaciones de febrero, el equipo asesor de la Coordinadora denunció que AT estaba manejando la cifra que en 40 años el consumo promedio en el área de concesión sería 82 litros/persona/día es decir menos que el estándar manejado por la Organización Mundial de la Salud (OMS), que es de 200 litros/persona/ día. (Ing. Nogales en reunión Comité de Defensa del Agua 24/I/00).

 

Pero además, los técnicos de la Coordinadora verificaron que el modelo financiero de AT estaba utilizando un promedio de 6.5 habitantes/vivienda (Ing. Nogales en reunión Comité 24/I/00), cuando en realidad este solo es de 5 habitantes/vivienda. Mediante este procedimiento las coberturas fácilmente podrían parecer como mayores a las realmente alcanzadas. Por lo demas este es un ejemplo de lo manipulable del modelo financiero, pues un cambio de cifra en un rubro, modifica el análisis, por tanto la tarifa.

Quién expande la red pluvial?

 

El Art 18.9 del Contrato dice: "La construcción, administración y mantenimiento de la red pluvial no estará a cargo del concesionario. El Concesionario podrá suscribir acuerdos para hacerse cargo de la red pluvial" 
 

El rápido crecimiento urbano de la ciudad de Cochabamba, escasamente planificado, y sin la introducción de medidas preventivas frente a catástrofes naturales, las deficientes condiciones de mantenimiento de las torrenteras, la reducción en la capacidad de absorción de agua de lluvia en el Parque Nacional Tunari (zona norte de la ciudad) provocando que el agua vaya bajando hacia el sur violentamente, hace que la ciudad de Cochabamba tenga un alto riesgo de inundaciones, particularmente en la zona sur y noreste de la ciudad, paradójicamente las más pobres. 

 

Un criterio técnico adecuado sería articular los desagües pluviales como parte del servicio público, pero esto no fue así antes, ni después de la concesión; para AT los desagües pluviales no representaban ganancia alguna: quién pagaría por el servicio?, por tanto lo excluye de su horizonte de intervención
[5], excepto si suscribe “acuerdos” (léase contratos donde sí recibiría ingresos) con otras instituciones (el gobierno municipal, se entiende).

Se posterga tema de aguas servidas

 

El contrato establece que la nueva infraestructura para el tratamiento de efluentes de la ciudad de Cochabamba, sería ejecutada “12 meses después de la fecha de ingreso y aprovechamiento de los recursos hídricos regulados del Río Misicuni” (Anexo 7, apéndice 4); esta fue una razón para que descarte la construcción de una nueva Planta, financiada con un crédito francés; otro motivo es que pretendían construir esta infraestructura de acuerdo a la tecnología que conocían, y no depender de la francesa, principal competidora en el mercado de concesiones de agua.

 

De esta manera, un tema de salud pública es subordinado a razones comerciales, lo que introduce un tema importante: en que medida el contrato garantizaba medidas de seguridad y protección ambiental?.

Tema ambiental

 

Los términos del contrato reflejan el debate acerca de la responsabilidad de las empresas de internalizar externalidades. A pesar de los convenios internacionales y normas vigentes, en el sector privado, existe la tendencia a privatizar los beneficios y socializar las externalidades (Sabatini 1995), por la cual la sociedad asume y es víctima de impactos ambientales que no los ha creado. El contrato no esta ajeno a esta lógica.

 

El numeral 39.2. señala que el Concesionario no se hace cargo de pasivos ambientales relacionados con "condiciones pre existentes a la fecha de inicio...". La pregunta es quien se hará cargo entonces? Por ejemplo, más del 50% de la tubería de la red esta compuesta de tubos asbesto cemento, como se sabe cancerígenos; si el contrato hubiera pensado el tema ambiental como prioridad, debiera incorporar esta obligación para la empresa, pero ello implicaba incrementar costos y esa sí era una prioridad. Asimismo el contrato no se refiere en absoluto a medidas precautorias para evitar estos impactos.

 

AT deseaba partir de “punto cero”, haciendo un corte con la situación pasada, como si eso fuera posible en la problemática ambiental. Por ello también es que mientras estuvo en la administración, se negó a ejecutar el crédito del gobierno francés para la nueva planta de Tratamiento de Aguas Servidas.

II. ASPECTOS SOCIOECONOMICOS

Concesión exclusiva

 

El numeral 14 del contrato enuncia: "...la Superintendencia de Aguas otorga y el Concesionario recibe, una concesión exclusiva
[6] para la prestación del Servicio en el Area de Concesión. En tal virtud y de conformidad con la ley aplicable, el Concesionario tiene los siguientes derechos y obligaciones, con carácter exclusivo para el concesionario ...", y se señalan varios puntos, entre los que se destaca

"14.4. Transporte y almacenamiento, distribución y comercialización del Agua Potable desde las plantas de tratamiento o de los pozos de agua hasta los Usuarios en el Area de Concesión, incluyendo el transporte de agua cruda a partir del embalse de concesión."
[7] 

 

Posteriormente, el Anexo 5. Numeral 1.3. dice que luego de seis meses que se logre el suministro de agua en el área de Concesión "que cumpla con las normas de niveles de servicio especificadas en el Anexo 7 de este contrato, no se permitirá el uso de fuentes alternativas en áreas en que esté disponible el suministro de agua de parte del Concesionario sin la aprobación del mismo de acuerdo a la Ley aplicable".

 

Que se entiende por fuentes alternativas? En el contrato no es definido, pero da a entender que incluye no solo fuentes de uso privado, sino también fuentes de usos comunitario/público, por tanto estas también estarían afectadas por los controles y por la prohibición de funcionamiento, una vez que la red llegue a la zona, hecho común en la ciudad de Cochabamba, donde alrededor de un barrio con servicio autónomo, la red esta funcionando. 

 

Que implicaciones tenían este hecho?

 

Primero, que el monopolio concedía a la empresa poderes a los cuales ni el mismo municipio podría oponerse, como fue el caso del incremento tarifario: 

“…Al margen de las disposiciones legales, (se) avala la creación de una empresa con carácter monopólico y que en el futuro podría ejercer fácilmente una practica monopólica de la cual ya hemos vivido una primera instancia de decisiones cuando las tarifas se han incrementado en porcentajes intolerables e inaceptables para la capacidad de los usuarios (Eduardo Michel 29-II-00)

 

Segundo, en el área de concesión solo podía brindar servicios la empresa concesionaria. El problema es que al interior del área de Concesión existen innumerables sistemas alternativos de distribución del agua potable, creados por los mismos vecinos para enfrentar la escasez y las limitaciones de acceso a la red; cooperativas, asociaciones, comités de agua, etc., que no tienen motivaciones de lucro y han logrado, con mayor o menor éxito solucionar sus problemas. Se calcula que estos sistemas abastecen al, entre el 25 al 30% de la población en Cercado (J. Alvarado, gerente SEMAPA en seminario V-00).

 

Pero además están los carros aguateros que abastecen aproximadamente al 10 a 15%, con precios indudablemente mas altos que las tarifas de la red. Por ultimo están otras fuentes como pozos privados que abastecen al 5% de la población.

 

Todos estos sistemas, con el contrato estaban prohibidos de continuar con el servicio. Este hecho fue un motivo para que barrios potencialmente afectados por la medida, apoyen al Comité de Defensa del Agua
[8] inicialmente, y posteriormente a la Coordinadora. 

 

En sí mismo no está mal que exista un sistema único de distribución del servicio, y regulado, sino que este proceso debiera ser concertado, paulatino, voluntario, producto de un proceso de consulta y reflexión colectiva sobre los riesgos de una explotación desordenada del recurso, y donde los derechos de los sistemas alternativos sean respetados y valorados razonablemente. Como dice Solon, 

 

"...Es cierto que técnicamente lo mejor es que exista un solo sistema de servicios, sin embargo: cuál es el mejor camino para avanzar hacia ese objetivo en Bolivia donde existen miles de entidades de carácter social que prestan el servicio a nivel local? Obligarles por ley como lo hace la ley 2029, clausurarles los pozos como plantea el contrato con AT? Que pasará con las inversiones que han realizado las pequeñas cooperativas y asociaciones de agua potable? Estarán obligadas a transferirlas a la empresa Concesionaria a precio de gallina muerta porque ya no podrán prestar legalmente el servicio por su cuenta?

 

El Estado boliviano en su afán de favorecer la privatización de los servicios de agua potable y alcantarillado atropella las formas de organización social-comunitaria y los patrimonios individuales (pozos privados) creando las condiciones para una rebelión social. (Solon 2000:4)

 

Y rebelión social es lo que hubo, pues un contrato que no fue capaz de pensar la compleja realidad del uso y acceso del agua en el valle, la multiplicidad de estrategias y sistemas, solo generó la desconfianza, incertidumbre y al final la ira de la población. El argumento de que el agua potable es un “monopolio natural”, por tanto debe ser un solo distribuidor, al ser aplicado textualmente, como mandan las recomendaciones del Banco Mundial (BM), sin contextualizar la realidad concreta, es origen de conflictos indudablemente. En el fondo, el tema de la exclusividad en el contrato discursivamente muestra como el neoliberalismo y la lógica privatista que involucra no puede pensar la diversidad y la multiplicidad como base para el manejo de los recursos y los servicios públicos; paralelamente.

 

Por ello la reivindicación de la Coordinadora en el sentido de no prohibir que otros sistemas tengan también posibilidades de uso (Gabriel Herbas 14/I/00), o simultaneidad del servicio, como fue planteado en las negociaciones de la Ley 2029, en febrero.

 

Adicionalmente, el Anexo 5. Numeral 1.3 dice que el Concesionario tendrá derecho a instalar un medidor en las fuentes alternativas de agua, poniendo como ejemplo a los pozos privados, pero obviamente están incluidos los pozos de acceso público; más aún será "a expensas del usuario", es decir, una tarea de la cuál la empresa saldrá ganando, pues se traducirá en ingresos adicionales, el usuario debía pagar (AEPA 1999:2); como decía un ingeniero del Comité de Defensa del Agua: "es como comprar el revolver al asesino para que este luego le dispare".

Obligatoriedad de conexión

 

Vinculado al monopolio se halla el numeral 14.5; entre los derechos del concesionario, esta: "La prestación exclusiva del Servicio y el derecho de obligar a los usuarios potenciales a conectarse a los sistemas de agua potable y alcantarillado del concesionario de acuerdo a la Ley Aplicable"
 

Y dentro esta mismo lógica, el Anexo 5, numeral 1.1.: "...El concesionario tendrá el derecho de instalar medidores para cualquier usuario en cualquier momento y de requerir un pago por dicha instalación de parte de los mismos al momento de la instalación y de acuerdo con las tarifas aprobadas por la Superintendencia".

 

Los efectos para los usuarios eran desfavorables, pues implicaba que todo vecino poseedor de lote, dentro el área de concesión, estaba obligado a insertarse a la red, instalar medidores a su costo. No se puede obligar a nadie a usar un servicio, (Gabriel Herbas (14/I/00), a riesgo de atentar al art. 7 de la CPE que establece los derechos ciudadanos. Los ciudadanos tienen derecho a elegir, no a que se le impongan las cosas.

 

Dentro la Coordinadora existían, aunque con matices, dos posiciones respecto a la defensa de la “libertad de uso”:  por un lado quienes recuperando el principio neoliberal de libertad individual reivindicaban el derecho ciudadano a utilizar el sistema que ellos deseen, y el Estado no puede entrometerse en aquello
[9]; por el otro lado estaba la posición de los ambientalistas, que reivindican la necesidad de tomar medidas de control contra la explotación irracional de acuíferos, particularmente pozos, aunque consideraban que el carácter monopólico de la concesión no garantizaba un manejo sostenible del recurso. Esta contradicción estaba latente, aunque nunca hubo un debate especifico al respecto, En resumen, ambas posiciones estaban de acuerdo en la necesidad de romper el monopolio y sus efectos perversos, aunque con argumentos diferentes. Esta diversidad de posiciones al interior del movimiento de la Coordinadora, no expresan una debilidad discursiva, como sugieren ciertos análisis del conflicto, sino la expresión de un movimiento social heterogéneo, cuya fortaleza justamente radicaba en su diversidad ideológica y de intereses, por lo demas rasgo particular de los movimientos sociales que están emergiendo en esta era de capitalismo global (Crespo 2000). 

Tarifas

 

El Informe PARIBAS señala que la concesión debía contemplar dos incrementos tarifarios: del 20% al inicio de la concesión y otro 20% al inicio del PMM Fase I (PARIBAS/SEMAPA/Empresa Misicuni, 1998:VI-13), totalizando 40%. Producto de la negociación previa a la Concesión, el incremento se torna mayor, pues el contrato con AT plantea dos incrementos grandes: al margen del incremento del 35% al inicio de la concesión, hay otro incremento, como dice el numeral 6.2 del Anexo 5, "al inicio de la derivación de las aguas del Rio Misicuni para el abastecimiento de agua potable de Cochabamba”, con una magnitud estimada de un 20%. En total 55%.

 

Cuales son los principales argumentos contra el llamado “tarifazo”?

 

1. El primer incremento, del 35%, era previo a cualquier inversión o mejora del servicio; es decir, los cochabambinos seguirían recibiendo la misma cantidad de agua, racionada y de calidad dudosa, pero pagando, oficialmente, 35% mas por el servicio. La Coordinadora se preguntaba como es posible que exista un incremento de las tarifas si el servicio sigue igual de deficiente como antes; más aún, mientras no se ejecute Misicuni, con  nuevas inversiones,  no se justifica un incremento tarifario (reunión Comité 6/I/00).

 

2. Este primer incremento no es solo del 35% promedio, sino mayor. El promedio era engañoso, pues “los valores van desde el 16% a más del 100 %, por tanto el resultado de la negociación final ha sido un desastre...para el usuario. Ese 35% es falso y tendencioso". (Comité ...XII/99:2). Y evidentemente, los testimonios de vecinos, ricos y pobres, que habían recibido las facturas con incrementos mayores a lo anunciado se multiplicaron por la prensa, mostrando incrementos de hasta un 200% en algunos casos; 

 

Se dice que en el caso de Aguas del Illimani, la situación los primeros meses fue similar: sobrefacturaciones, facturas con cargos mayores al promedio, debido al cambio tarifario y el de software que implica aquello, con innumerables quejas de los usuarios ante la Superintendencia, pero que después esta situación se normalizó (Claudia Vargas, comunicación personal; VIII-00). En Cochabamba la  situación fue diferente, primero porque la empresa y la Superintendencia insistían que el incremento era correcto y las facturaciones en general precisas, segundo que el gobierno no supo explicar las implicaciones del cambio tarifario, por el contrario, genero mayor susceptibilidad y desconfianza.

 

3. Recategorización de Viviendas. Como se sabe, las tarifas del agua son escalonadas de acuerdo a una clasificación específica, y en el sistema domestico está basada en el tipo de vivienda del usuario. A la Coordinadora y la prensa llegaron innumerables denuncias de facturas que habían sido recategorizadas, normalmente hacia el nivel superior (por ejemplo de Residencial 2 a Residencial 3), por tanto con un incremento tarifario aún mayor; este hecho fue aceptado por la empresa, aunque afirmó que solo fueron pocos los casos. 

 

4. La tarifa también sirve como mecanismo para evitar responsabilidades. El numeral 18.3 señala que "una vez establecidas las nuevas metas de expansión se revisará la tarifa para el próximo quinquenio de acuerdo al procedimiento establecido en el anexo 5"; pero, si el incremento es mayor al 25% producto de metas de expansión, el Concesionario podrá rechazar las metas de expansión, en cuyo caso la Superintendencia... deberá revisar dichas metas de expansión para que su implementación resulte en incremento tarifario menor o igual al 25%". (18.3)

 

Al margen que el tope del incremento será 25%, bajo este tipo de argumentos se abre la vía para que la Concesionaria pueda postergar cumplimiento de metas, modificar plazos, como ha sucedido en otras experiencias de concesión/privatización, pues con el propósito de reducir el incremento al establecido, se modifican las obligaciones del concesionario.

 

5. Obligaciones en caso de emergencia: otro argumento para incrementar tarifas.

Entendiendo emergencia a "situaciones o eventos de carácter público general fuera del control del concesionario", es decir cualquier cosa no establecida por el contrato, el numeral 18.7 da al Concesionario "el derecho a una revisión extraordinaria de tarifas o, con la previa aprobación de la Superintendencia de Aguas, a un sobrecargo a los usuarios en caso de haber prestado Servicios durante una situación de emergencia, pero solo en la medida en la que el concesionario no sea compensado de algún otro modo por dichos costos". Al no estar precisada que entiende por emergencia, el contrato abre la posibilidad de otro mecanismo de incremento tarifario, tomando en cuenta nuevamente el alto riesgo de desastres naturales que tiene el valle central cochabambino.

 

6. Tarifazo para financiar Misicuni?. En ninguna parte del Contrato se especifica que se introducirán cargos al usuario por Misicuni, por lo menos hasta que el agua esté disponible por el proyecto (Palast 2000:3), pero el gobierno a lo largo del conflicto iba señalando que el incremento tarifario era “el precio para tener Misicuni”:

 

 “Si no hay incremento no hay Misicuni…; mientras más demore el pago de ese servicio con el incremento, más tardará el avance del proyecto PMM”. “Para el gobierno del Gral. Banzer, debe quedar claro que la concreción de dotar agua potable a Cochabamba no será posible sin el sacrificio económico de sus pobladores” (Min. Landivar LT 9-II-00 C1)

 

Y el Gerente General de AT, G. Thorpe en conferencia de prensa señalaba que "no se podrá ejecutar el... proyecto si no hay incremento, porque lamentablemente es necesario que exista una subida…” advirtiendo que los cochabambinos debían aceptar el incremento.

 

El día de inicio de las negociaciones (14-II), Uzin declara que: el incremento tarifario es inevitable, si es que se quiere que el PM siga adelante. “la tarifa es la base fundamental para cualquier proyecto”. (LT 15-II-00)

 

El argumento de “tarifazo por Misicuni”, parece un discurso político, por convencer a la población mediante una suerte de chantaje, antes que un argumento técnico; la Coordinadora mas bien veía el tarifazo como una estrategia de la empresa para capitalizarse, a costa de los usuarios: "En razón de las limitadas disponibilidades de capital del consorcio, éste se ha visto obligado  buscar financiamiento en otras fuentes, habiendo considerado como la mejor opción de financiamiento la aplicación de una sobretarifa para recaudar, en 5 años, la suma de 37.000.000 US$. Este aporte viene a constituir el esfuerzo de los usuarios de Aguas del Tunari SA a la capitalización del consorcio".(Coordinadora....Informe y conclusiones 21/II/00:2)", y que con el incremento de tarifas AT deseaba recaudar 252 millones de US$ (Col de economistas; (reunión del equipo técnico que iba a negociar luego de febrero 18/II/00)

 

Al respecto, Palast afirma que la inseguridad respecto a si Misicuni es subvencionado por el “tarifazo”, es expresión del sistema secreto utilizado por el gobierno de Bolivia para aprobar el incremento tarifario, que hace imposible saber la causa (si existe) para el incremento
[10], aunque es concebible que el proyecto Misicuni no estaba incluido en el incremento tarifario, pues alcanzar una TIR de 16% (aceptado en el Contrato) podía fácilmente requerir un incremento del 35% en las tarifas (Palast 2000:3).

 

El hecho es que, con los incrementos propuestos, Aguas del Tunari iba a acumular, muy rápidamente, un capital inmenso, con inversiones propias mínimas, y sin apenas arriesgar su propio capital. Por ello la demanda de nulidad del contrato, ya era expresada desde el momento de conocer los alcances del tarifazo
[11]: "El comité de Defensa del Agua considera que el contrato de concesión no sólo debe ser revisado sino anulado. No podemos tolerar el atentado a los intereses de la región y las tarifas del agua y alcantarillado no serán revisadas mientras no se modifique el contrato"(Maldonado en LT 15/XII/99 C2)

 

Dos días antes a la anunciada “toma simbólica de la ciudad de Cochabamba”, en Febrero, el gobierno decidió rebajar el incremento al 20% por un año, indudablemente una medida política antes que técnica, pues luego del año nuevamente iban a equilibrar el dinero perdido. Pero además, este es un ejemplo de como la Superintendencia actuaba políticamente, en función a las coyunturas, a pesar de los actos de fe del Banco Mundial proclamando que las Superintendencias bolivianas son organismos técnicos y transparentes (World Bank 1999).

Tarifas indexadas al dólar

 

El Anexo 5, en su numeral 1.5, dice: "todas las tarifas y otros ingresos operativos serán cobrados en Bolivianos al tipo de cambio del dólar oficial publicado por el BCB el último día del periodo por el cuál se está facturando servicio. El valor en dólares de todas las tarifas de la estructura tarifaria...se ajustará anualmente, al año de la aplicación de la modificación tarifaria más reciente, tomándose en cuenta la inflación en costos en Dólares expresada como cambio en el IPC de los EEUU que aparezca en Oficina de Estadísticas Laborales de los EEUU (US Bureau of Labor Stadistics) durante los últimos doce meses..."
Este ajuste al dólar americano es denominado “indexación”, por el cuál la tarifa se ajusta automáticamente en función a la modificación del tipo de cambio oficial, y de acuerdo al nivel de inflación en los EEUU. En realidad esta medida no es novedosa, pues la privatización de los servicios públicos en Bolivia ha sido realizada bajo este parámetro, por tanto parecía natural continuar con la práctica. 

 

El argumento que suele darse, como fue expresado en las negociaciones de febrero, es que las empresas adquieren insumos del exterior al precio del dólar, además que estas empresas, al ser multinacionales deben pagar impuestos en sus países al valor del dólar americano. En el caso de AT, lo segundo no es un buen argumento, pues como veremos, fue creada en un paraíso fiscal, justamente para evadir impuestos.

 

Pero, como se sabe, los salarios no están indexados al dólar, por tanto, un incremento de las tarifas de acuerdo a la indexación representa una pérdida del valor adquisitivo del salario:

 

 . "… las tarifas serán indexadas con parámetros de los EEUU de Norte América, como si nuestros sueldos estarían al nivel de ese país y fuesen en dólares" (AEPA 1999:1), decía un documento del Comité de Defensa del Agua. 

 

Este hecho a la vez muestra cómo las políticas públicas sobre los servicios públicos son formuladas y aplicadas de acuerdo a una racionalidad economicista que no toma en cuenta el sujeto real: el usuario. De ahí que pedir la modificación de esta regla implicaba visibilizar uno de los dispositivos de poder del modelo, como se notó en las discusiones sobre este tema en la comisión de revisión de la ley 2029.
 

Además, existe una leve diferencia en este punto con el contrato con Aguas del Illimani, pues allá: "todas las tarifas serán cobradas en bolivianos al tipo de cambio del dólar oficial publicado por el BC el primer día del periodo de facturación"(anexo 10, inc 1.4, citado en Solon 2000:4), mientras que en el contrato con AT es el último día del periodo por el cuál se está facturando servicio.". Es decir, que un usuario que gana en Bs. tiene que pagar en US$ su factura y en el caso de Cochabamba al tipo de cambio del último día del mes, dando una ganancia adicional a la empresa. Como dice Solon "!No solo hay que pagar en dólares y a un tipo de cambio futuro sino que además hay que pagar la inflación del dólar!" (2000:4)

Tasa de Regulación

 

El numeral 23.2 del Contrato establecía que "El Concesionario deberá pagar por concepto de Tasa de Regulación hasta un máximo de 3% anual de sus ingresos provenientes de la prestación del Servicio. Para (su) aplicación, se deben disminuir de sus ingresos los impuestos indirectos..."
 

Es decir, el Concesionario debe pagar mensualmente esta tasa, que es incorporada dentro la factura; como veremos en otro acápite, esta tasa es una de las fuentes de ingreso más importantes del sistema de Superintendencias.

 

Fue duramente criticada en diferentes reuniones de la Coordinadora por añadir una carga adicional a la población; una vecina se preguntaba “por que los contribuyentes deben pagar una obligación del concesionario, a través de la tarifa? (Señora Cabezas en reunión de Comité 12/ XII/99). La tasa fue reducida al 2% dos días antes de la “toma simbólica de la ciudad”, en febrero, como parte de las medidas disuasorias para evitar la medida
[12], hecho que nuevamente demuestra que el análisis técnico y la toma decisiones por parte de la Superintendencia estaba subordinado a la coyuntura política: porque no se rebajó antes esta tasa?, uno se pregunta.

Precio del agua de riego

 

El numeral 19.1.4. señala, entre los derechos y obligaciones del concesionario: "...Cobro de un precio referencial de dólares 0.08/m3...por el suministro de agua para riego en el marco de los contratos que se suscribirán en el futuro con las entidades de distribución de agua de riego".

 

La FEDECOR consideraba que con este precio ningún pequeño agricultor podría acceder al riego de Misicuni, pues era más caro aún que el agua proveniente de pozos no surgentes (según Ing. ... entre 0.015 a 0.02 $US/m3). 

 

Este precio solo se justificaría modificando el sistema de tenencia de la tierra (léase concentración de tierra en pocas manos), bajo una lógica agroempresarial y con cultivos de alta rentabilidad: el gran sueño de cierta oligarquía regional modernizadora. Por ello, la Guerra del Agua en el fondo esta planteando la necesidad del debate regional sobre que tipo de agricultura se pretende desarrollar con el Proyecto Misicuni, sea o no en su variante “flexibilizada”: son los pequeños agricultores parcelarios los actores de este proceso? O es que el proyecto mas bien esta pensado para promover una agricultura comercial capitalista, de alto valor agregado, al cual estos no podrán acceder? Antes del conflicto, existían coincidencia entre los llamados “Misicunistas” y los “Coranistas”, respecto a sus apuestas para el desarrollo regional: en ambos proyectos los pequeños agricultores parcelarios vallunos son actores secundarios, estigmatizados como poco “rentables”, tanto la estrategia Misicuni como la de Corani   rompen lanzas a favor de una transformación agrícola capitalista de agricultura intensiva, orientada a la exportación. Donde se diferencian es en los medios para alcanzar aquello. 

Modelo financiero

 

El punto 3 del anexo 5 se refiere al modelo financiero. "El concesionario ha desarrollado y la Superintendencia de Aguas ha acordado hacer uso de un modelo financiero (incluyendo versiones que reflejan tanto la TMR como la TMR) de las operaciones del componente de Aguas de la compañía concesionaria... El modelo financiero será actualizado con cualquier revisión de la tarifa...”

 

El modelo financiero representa un órgano vital del funcionamiento de la empresa, pues allá se defienden los criterios para el sistema tarifario, la distribución de ingresos y gastos, los ítems a tomar en cuenta en el análisis financiero. Durante las negociaciones de febrero, la Coordinadora solicitó acceder al modelo financiero para analizar los criterios que habían utilizado para el incremento tarifario y las bases para la TIR tan alta que se estaba utilizando; hubo negativa de AT a entregar el modelo por motivos de "confidencialidad" y ser un "trademark":

 

“La elaboración del modelo financiero fue encargada por IW a Mason Sandell, por lo que la propiedad intelectual pertenecía a AT; por tal motivo es que la utilización del software…está restringida al consorcio, y a él sólo se puede acceder con permiso, en las oficinas de AT y bajo la atenta mirada y supervisión de los técnicos del consorcio. Vanos fueron los esfuerzos por obtener este paquete y sólo fueron entregadas dos copias de diskette que contienen información de valores o números cuya interrelación tiene que ser adivinada” (Sánchez LT 16-II-00)

 

A Luis Carlos Sánchez le parecía “una vergüenza que el gobierno se haya hecho imponer el modelo financiero, lo que muestra la posición de desventaja que tuvieron los funcionarios del gobierno y autoridades locales durante el proceso de negociación” (LT 16-II-00).

 

Solo la presión del momento obligó a entregar el CD con esta información, pero ya era tarde: la Coordinadora había entregado su documento de “Informe y Conclusiones" y se había retirado de las negociaciones. 

 

Por qué este deseo de mantener en secreto? Gregory Palast hizo el siguiente análisis al respecto: 

 

"1. The rate of return is set at between 15-17%l let's assume its the return on equity after taxes and inflation. In the US, such returns are typically 2% to 3% -and returns in the US are actually riskier than in LA.

 

2. As I tell my students, percent of what? Calculating the amount of capital actually invested and the net income of a company is completely beyond the experience and ability of Latin america and European regulator. They are using a model...whose model? Who provides the inputs? The fact that neither the model nor any of the information in it is public -as it must be- leads me to believe that the investors have complete control.

For example, can the regulators who approved the tariff increase tell me

a) a)      the depreciation rates used on all equipment?

b) b)      The method for distinguishing capital expenditure from operating expenditure? This  is crucial. Shifting 10% of capital costs into operating costs -an easy thing to do- can make the prices soar 20% or 30 %.

 

3. I challenge the calculations because they are secret. Wolfensohn of the WB praises US regulation, but he rejects the core of it: the US process is democratic. ALL accounts and information are freely avalibale to anyone to review, and all customers, unions and organizations may challenge, review, question and offer alternative alculations. As a result, water prices are lower in the US than Latin america's privatized systems”. (Palast 2000:3)

 

Que nos muestra al análisis de Palast: primero, que comparando con el funcionamiento de este tipo de empresas en Estados Unidos, AT estaba haciendo un gran negocio con una TIR por lo menos 5 veces más alta que en ese país; segundo, por tanto era un negocio “seguro” en términos de riesgo y ganancia; tercero: mantener en secreto el modelo financiero era fundamental para garantizar que no se difunda los criterios utilizados en su análisis costo-beneficio; cuarto, mantener fuera del acceso publico no es un procedimiento democrático. 

 

Este es un tema que debe ser discutido en el reglamento de las modificaciones de la ley 2029, y que lastimosamente no esta siendo incorporado, en la perspectiva de normar el acceso publico y transparente de esta información, para evitar tarifazos como el de Cochabamba.

 

Area de Concesión

 

La exclusión de los servicios alternativos públicos es posible verificar también analizando los términos del contrato referidas al área de concesión, señalada como “…el territorio establecido en el anexo 4", esto es la totalidad de la Prov. Cercado.  No toma en cuenta áreas de servicios alternativos dentro el área de concesión (cooperativas de agua, asociaciones, comités, etc.), tampoco pozos privados (AEPA 1999:1)
[13], que está dentro la provincia.

 

Más aún, "El área de concesión podrá ser ampliada de acuerdo a la Ley aplicable"; y en el  Anexo 2, numeral 1. "La concesión de uso del proyecto Misicuni podrá ser utilizada para el abastecimiento de agua potable para las poblaciones urbanas del Valle Central y de Sacaba y agua de riego para los mismos valles, de acuerdo a cláusula 15, y al numeral 18.3.5. del contrato...".  Es decir, en la medida que la rentabilidad del servicio esté garantizada para la empresa, podía ampliar la concesión hacia el eje de conurbación, y no solamente en agua potable, como insistía el gobierno, tratando de deslegitimar a los regantes en su articulación con la ciudad, sino también en el riego. Es decir, el Contrato les daba la posibilidad de ampliar, sin necesidad de solicitar nueva concesión
[14], al eje de conurbación.

 

Lo interesante es que el contrato no les obliga a esta expansión, como era el tenor de la licitación original, antes de la "flexibilización" del Proyecto Misicuni, pues inicialmente se establecía que la Concesionaria debía garantizar un mercado de agua de riego entre 1000 l/s a 1400 l/s entre el 2002 al 2004 para adelante, y un mercado de agua potable a los municipios provinciales desde 130 l/s el 2002, hasta 1186 l/s después del año 2026. En el contrato modificado se reemplaza por una entrega obligatoria de agua de riego a la empresa Misicuni de 500 l/s a partir de la disponibilidad del agua de Misicuni para su monetización para la venta en bloque y la facultad y libertad del concesionario de pactar con los consumidores, asociaciones de riego  o empresas la compra/venta de agua de riego en función a la demanda y la disponibilidad a los precios establecidos (0.08 $US/m3); pero se suprime la garantía de mercado de riego para 1400 l/s y la demanda de agua de municipios provinciales. (LT 16/III/99). De esta manera la inversión no corre riesgos.

 

 Costos altos de instalación

 

Dos características que deben ser enfatizadas respecto a la instalación de los servicios de agua potable y alcantarillado, previo a la concesión a la empresa AT:

 

1. El costo de la instalación llegaba hasta 240 $US, de acuerdo al siguiente detalle:

Conexión de agua $US 85

Conexión alcantarillado $US 105

Si la conexión de agua es con medidor, este era cargado al consumidor a un precio promedio de US$ 50 (PARIBAS/SEMAPA/Empresa Misicuni 1998:II-24)
 

2. Este costo era cubierto en su totalidad por el usuario, es decir, casi era un sistema de autoayuda, pues a veces hasta la mano de obra era pagada por este
[15].

 

La situación no mejoraba con la concesión, de hecho representaba una mayor carga económica; el Anexo 5, numeral 2.4 expresa: "El Concesionario podrá aplicar los siguientes cargos adicionales a las clases residenciales de Usuarios:

80 $US p/ instalación de cada medidor adicional en predios multifamiliares, edificios en propiedad horizontal y viviendas de uso mixto (doméstico/comercial)

50 $US p/ instalación de cada medidor donde exista conexión, pero sin medidor

Hasta 185 $US por derecho de conexión de agua potable

Hasta 215 $US por derecho de conexión alcantarillado.”
 

Es decir, el usuario debía pagar hasta 450 $US por la instalación, casi un 100% más que previo a la concesión; por tanto la protesta era contundente: "AT no realizará ninguna inversión ni para la instalación de los servicios de suministro de agua ni de alcantarillado y todo se ejecutará con nuestro dinero"(AEPA 1999:1). Cuando SEMAPA, el usuario ponía gran parte del costo de la instalación del servicio; ahora con un sistema privatizado, el sistema continuaba y con mayor impacto en la economía domestica, cual la diferencia? Se preguntaban los participantes a las reuniones de la Coordinadora.

Inversiones

 

En el documento de “Informe y Conclusiones”, de la Coordinadora, se muestran las dudas respecto a la capacidad de inversión de la concesionaria:

"11. Si bien el modelo económico-financiero define un monto de inversiones para los 5 primeros años (2000-2004), estos no presentan ninguna seguridad de que podrán ser financiados por la empresa AT, ya que no se ha encontrado ningún compromiso en firme con entidad financiera alguna.

El modelo económico-financiero existente para el componente agua potable y alcantarillado no prevé los flujos financieros correspondientes para los componentes de electricidad y agua para riego

12. El modelo económico - financiero, proyecto financiero minimizado, también se carga el costo del proyecto al componente agua y alcantarillado incrementando su costo y por consiguiente las tarifas.

13. Al no garantizar el contrato de concesión la realización del PMM en sus 3 componentes conforme al proyecto inicial, y la inexistencia de un proyecto sustitutivo elaborado por el consorcio, no le ha sido posible la configuración de un modelo económico financiero que responda a dicho proyecto. Por tanto, la elaboración de un modelo financiero integrado para los 3 componentes requiere la elaboración del proyecto respectivo".(Coordinadora...Informe y Conclusiones 21/II/00:2)

 

Estas observaciones se relacionan con el hecho que el Contrato, numeral 12.2 se afirma que la obligación de construir "la represa Principal y las obras relacionadas , está sujeta a que el concesionario obtenga compromisos incondicionales de financiamiento no garantizado por el patrimonio de los accionistas, bajo condiciones aceptables por el concesionario, entendiéndose por éstas la consecución de un préstamo de no menos del 50% del total del financiamiento requerido para acometer el total de las inversiones necesarias para cumplir el objeto de este Contrato...".
 

Dos aspectos: por un lado si el financimiento ponía en riesgo el patrimonio de los accionistas, su estabilidad o afecta sus intereses, AT podría rechazarlo; por otro lado, el préstamo debe ser por lo menos el 50% de las inversiones requeridas, que pasa si no hay financiamiento? Que seguridad existe que AT iba a realizar las inversiones? quien dará financiamiento? Se preguntaba la Coordinadora (reunión equipo técnico que iba a negociar luego de febrero 18/II/00).En ese sentido, parece otro articulado que permite a la empresa evadir responsabilidades, no arriesgar, postergar metas propuestas.

 

Pero no se establece un monto general de inversión de AT, tampoco plazos; excepto los 96 millones de US$ que aparece en el anexo…(Gabriel Herbas (14/I/00). En un documento del Comité de Defensa del Agua se lee:

“Se señala que se ejecutaría obras por 96 millones, sin embargo se plantea la inseguridad de ejecutar obras como son presa, túnel blindado, tubería forzada, casa de máquinas -central hidroeléctrica, embalse de compensación, tubería de aducción a la nueva planta. No existe un cronograma de inversiones para la ejecución de obras.”

 

"No hay garantías efectivas y suficientes de cumplimiento de metas y contrato. Para la inversión de 200  millones $US aún dudosos -debería alcanzar a un mímimo del 10%, ganaría de 20 millones de $US.”

 

Pero más aun, a continuación se dice: "Si después de realizadas las investigaciones de campo, estudios y diseño final del componente de aguas del PMM el total estimado de los costos excediese en 10% el costo incluido para el componente Agua en el modelo financiero en el anexo 5 de este contrato, el concesionario deberá presentar los detalles del impacto del incremento en los costos en la tarifa futura. La Superintendencia de Aguas revisará la información y se requerirá su autorización para que dicho incremento de tarifas sea incorporado en la próxima revisión de tarifas".
 

Es decir, si el costo de construir infraestructura es más alto de lo establecido originalmente, el consumidor corre con estos gastos, no la empresa; otro mecanismo para proteger su inversión.

Solvencia del consorcio

 

A partir de las negociaciones de febrero, surgieron varias dudas acerca de la solvencia del Consorcio para realizar las obras prometidas, que no fueron adecuadamente aclaradas, y que profundizaron la susceptibilidad de la Coordinadora respecto al contrato: 

 

1. Estados financieros de International Water: "...(el análisis de los estados financieros) demuestra que en el ejercicio financiero del año 96 arroja una utilidad de $US 160000, y el año 97 su balance consigue una pérdida de $US 1.100.000 considerando su capital existente y la pérdida registrada, la empresa quedó sin patrimonio." Coordinadora....Informe y conclusiones 21/II/00)

 

2. Capital inicial casi simbólico: "Su testimonio de sociedad accionaria señala un Capital declarado de Bs 96.800 y pagado Bs 11.900"(Comité...XII/99:1)

 

3.Respetaron la ley en su constitución y aportes?: " Proceso de conformación del consorcio...demuestra que no se ha seguido el procedimiento establecido en las disposiciones legales en vigencia en lo que se refiere al procedimiento y a los aportes de los RR financieros que aparecen como capital accionario". (Coordinadora....Informe y conclusiones 21/II/00:1).

 

La formación del capital accionario se inicia con la suscripción del capital social por un monto de 10000 $US, por parte de International Water Limited, líder del consorcio. Posteriormente, en la etapa de conformación del consorcio, se hace un aporte de 11.725 Bs, equivalentes a 1997,44 $US (5,87 t/c). Con posterioridad y, en fecha 2/IX/99 se amplia el Capital autorizado y suscrito a 146.500.000 Bs. De este monto habrían sido pagados y aprobados por los accionistas solo un 40% del total, es decir la suma de 58.6000.000 Bs. que a la tasa de cambio era 5,89, equivale a 9.949.066 US$. (Coordinadora....Informe y conclusiones 21/II/00:2)

 

".. Los documentos revisados demuestran que los apoderados otorgan a sus representantes, entre ellos al Sr. Thorpe para que pueda comprometer como Capital autorizado hasta un máximo de 7.000.000 $US. Asimismo, Riverstar International S.D. autoriza desembolsar para constituir el Capital pagado de la sociedad del consorcio hasta un monto de 3.125.000 US$.

 

Finalmente las empresas nacionales en conjunto aprueban un aporte igual al 19.60% del total de ese capital que equivale a 621.152 $US, por cada una de las empresas, o sea 2.484.608 US$." 

 

A pesar de lo anterior "no existe ninguna documentación que acredite que dichos aportes de Capital hubieran sido efectuados". (Coordinadora....Informe y conclusiones 21/II/00:2)
[16]
 

4. Capital insuficiente para prestamos: "… Los montos antes señalados no son suficientes para apalancar recursos financieros que permitan financiar y ejecutar el PMM, sin tomar en cuenta su carácter incierto. (Coordinadora...Informe y Conclusiones 21/II/00:2)

 

5. Apoyo del Banco de Inversiones: “No es problema si la empresa es buena o mala, puede incrementar en el Mercado de Capitales; para ello debe tener respaldo de Banco de inversiones; AT no lo tiene porque el proyecto no tiene coherencia y los conflictos lo hacen poco confiable (reunión equipo técnico que iba a negociar luego de febrero 17/II/00).

 

Conclusión: "14. Del análisis de la documentación existente, se concluye que, desde el punto de vista financiero el consorcio AT SA no tiene, la salud financiera adecuada para emprender el PM. (Coordinadora...Informe y Conclusiones 21/II/00:3)

Forma de constitución

 

Los países denominados “paraísos fiscales” son aquellas jurisdicciones que constituyen un lugar donde empresas o personas no residentes pueden escapar de los impuestos de sus países de origen (OECD 2000:10).

 

Según un reporte de OXFAM, la existencia de estos paraísos fiscales tienen un impacto negativo muy fuerte en los países en desarrollo, particularmente a través de tres mecanismos:
 

1. 1.      Proveen a las compañías y  personas ricas una salida para escapar a obligaciones fiscales. Esto limita la capacidad de los países de mejorar sus ingresos a través de impuestos, tanto para sus residentes como para el capital extranjero. Ello se traducirá en debilitar sus capacidades de inversión social e infraestructura económica de los que el bienestar y el desarrollo económico sustentable dependen.

 

2. 2.      Da a las compañías transnacionales, que están operando bajo estas oportunidades de evasión fiscal, una ventaja competitiva injusta sobre empresas locales medianas y pequeñas.

 

 

3. 3.      Este sistema provee un espacio seguro para la corrupción política, tráfico de armas, comercio de drogas, a través del “lavado de dólares”, contribuyendo a la ampliación del crimen organizado y el robo de fondos públicos por élites corruptas

 

Según el calculo de OXFAM, los países en desarrollo pierden al menos US$50

Billones como resultado del uso los paraísos fiscales. (OXFAM 2000:5)

 

Las Islas Caimán es una de ellas; ex colonia británica, es un lugar apetecido por compañías para refugiarse de obligaciones fiscales; pero los últimos años se ha iniciado una campaña para erradicar estos paraísos fiscales; de hecho, el Grupo de Acción Financiera (GAFI), creado a instancias del G-7, difundió recientemente una lista de países que eufemísticamente denominó "no cooperativos" en la tarea de adoptar medidas estandarizadas para la lucha internacional contra el blanqueo de dinero; uno de los países en la lista negra es Islas Caimán (Braslavsky 2000:1).

 

Estos antecedentes son para mostrar la gravedad del hecho que la empresa Aguas del Tunari se haya constituido en las Islas Caimán, como filial de International Water Limited (Acta de constitución); por que una empresa de origen ingles decide organizar la empresa que iba a participar en la licitación de Bolivia, en este lugar?. Las razones anotadas por OXFAM: evadir impuestos y la facilidad de requerimiento financieros mínimos para su constitución.

 

AT se constituye con un capital de Bs. 96.800 y pagado Bs. 11.900. Con esta suma inicial se concesionan una empresa que tenia un valor mayor a 100 millones de dólares y un proyecto hídrico de mas de 200 millones de dólares: “Entonces cómo  puede llevar adelante un proyecto de esa magnitud,  alguien que no tiene dinero”, decía S. Soria, miembro de la Coordinadora (29-II-00).
 

En sí mismo, no es ilegal este tipo de procedimientos, mas aún, es una practica común entre las compañías multinacionales, organizar empresas filiales para actividades específicas en estos paraísos fiscales; pero es legítimo hacerlo? Será ético aprovechar una situación en un país tan pobre como Bolivia para obtener aún mayores ventajas competitivas y ganancias?

 

La susceptibilidad y desconfianza que generó en la población este hecho fue importante para la profundización del conflicto, pues en la percepción colectiva y los medios periodísticos, las islas Caimán son también lugares donde el dinero sucio, particularmente del narcotráfico es “lavado”, legalizado, a través de cuentas bancarias, desde donde se adquieren bienes y otro tipo de inversiones. Como es que una empresa, apadrinada por el gobierno, se constituya en un lugar asociado a acciones estigmatizadas y condenadas por la ley? Si AT era una empresa seria, y el proceso de concesión es transparente, porque el gobierno aceptó este tipo de constitución? :

Tasa Interna de Retorno

 

La Tasa Mínima de Retorno acordada era del 15% y la Máxima del 17% (Anexo 5, numeral 4.2), parámetro bajo el cual giraba el análisis financiero, particularmente la fijación de tarifas (numeral 4.1.).

 

En primer lugar, esta es la TIR que normalmente funciona en las empresas que trabajan en Bolivia, sean estas industriales, comerciales o de servicios. Es decir, la distribución del agua se convertía de esta manera en un objeto de lucro, por tanto articulado totalmente a la disciplina del Mercado. Una verdadera transformación en la concepción del agua como bien social y público hacia una visión del agua como bien económico, y el cambio radical de la relación con el público: del usuario como objeto de servicio por parte de la empresa pública, a la del cliente en la empresa concesionada.

 

La idea del agua convertido en un negocio era resistida por la gente, no solo por su relación con el imaginario andino del agua como ser vivo con el cual se debe mantener una relación de reciprocidad, sino también por ser un elemento vital para la vida humana, y ser parte de la naturaleza.

 

Pero, lo grave es, como Palast señaló arriba, que “esta tasa de retorno  es la que no puede sostenerse si no es aplicando un desmedido incremento a las tarifas y expropiando a la población de sus servicios propios". (Coordinadora 28/I/2000:2). Tarifas y costos de instalación altos constituían un mecanismo preciso para alcanzar una TIR exquisita para el paladar económico de la compañía.

Servidumbres "voluntarias" y forzosas

 

El Numeral 10 dice: "… a solicitud del concesionario, la Superintendencia de Aguas procurará que Misicuni, sin costo alguno para el concesionario, establezca servidumbres a favor de éste sobre los predios necesarios..."
 

Y el Numeral 34 dice "Cuando el Concesionario, para el ejercicio de las actividades relacionadas al aprovechamiento de aguas así como a la prestación del servicio, requiera construir acueductos, embalses, obras hidráulicas (etc.) ...en relación con sus obligaciones bajo este contrato, podrá solicitar a la entidad competente la utilización de propiedad de uso público y la constitución de servidumbres requeridas. La Superintendencia... procurará que dicha entidad proceda a otorgar lo solicitado de conformidad con la ley aplicable.

La Superintendencia...homologará cualquier otra servidumbre voluntaria y otorgará cualquier otra servidumbre forzosa sobre otras propiedades que sean necesarias para que el concesionario pueda cumplir con su obligación de proveer el Servicio… ".
 

Acá esta el debate sobre la definición de "utilidad pública" en la legislación boliviana, a la cual me refiero con mayor detalle en la discusión de la ley, pero con relación al Contrato, estaba claro que bajo el respaldo de estos artículos, la empresa AT estaba habilitada para expropiar prácticamente cualquier fuente de agua, infraestructura, área que requiriese para garantizar que “el concesionario pueda cumplir con su obligación de proveer el Servicio”, sin existir posibilidad de negativa por parte de los afectados, pues estas servidumbres son consideradas de utilidad pública. De ahí el temor de que "El Concesionario podrá pedir la expropiación de terrenos para la perforación de nuevos pozos (en El Paso, Tiquipaya, Quillacollo, Vinto), o también podrá solicitar la expropiación de sistemas de distribución de agua de cooperativas existentes en el área de concesión." (AEPA 199:3). El contrato, al no proteger los sistemas alternativos, las fuentes de agua de comunidades campesinas y regantes ponía en riesgo el acceso y uso del recurso, a sectores desaventajados económica y socialmente.
Conflicto de interés de SOBOCE
 

El numeral 30.1.7. señala al respecto: "No existe ningún conflicto de interés con la Superintendencia de Aguas o el Estado boliviano por parte del Concesionario que impida el cumplimiento de las obligaciones...". Pero ya desde el inicio del conflicto la oposición al Contrato caracterizaba la presencia de Samuel Doria Medina como un conflicto de intereses; Doria Medina, ex candidato a la vicepresidencia con Jaime Paz Z, era dirigente nacional del MIR, partido miembro de la megacoalición
[17], es accionista mayoritario de SOBOCE, empresa socia de Aguas del Tunari.  SOBOCE en los últimos años se ha convertido en la empresa de producción de cemento más grande del país; por ello, llamó la anexión del Comité de Defensa del Agua que desde que apareció SOBOCE en el consorcio AT, curiosamente en las obras del túnel de Misicuni solo se utilizara cemento Viacha (propiedad de SOBOCE), dejando de comprar el cemento COBOCE, perteneciente a una cooperativa regional (Comité...XII/99:1). 

 

El hecho que Samuel Doria Medina, sea socio del consorcio a través de SOBOCE, y a la vez alto ejecutivo del MIR, partido que forma parte de la "megacoalición", no es un conflicto de interés?”, se preguntaba esta organización (10/XII/99). Una futura historia de la cara oculta del contrato seguramente mostrará estos aspectos, pero este fue un hecho poco aclarado en las negociaciones y sin duda un motivo para la “Batalla final”.

Fuentes de agua

 

A lo largo del conflicto, el gobierno trató de deslegitimar la participación campesina en la Coordinadora y las movilizaciones, argumentando que el Contrato se refería a al agua potable, no tenia nada que ver con las fuentes o “agua cruda”, y por tanto su participación estaba motivada por otros “oscuros fines”
[18]. Veamos que decía el contrato al respecto:

 

Numeral 14.1. Entre los derechos del concesionario se halla "El aprovechamiento de aguas indicadas en los anexos 1 y 2, asó como de futuras fuentes que podrá solicitar el concesionario de acuerdo a la cláusula 16".

 

El Anexo 1 se refiere específicamente a las fuentes, superficiales y subterráneas, que SEMAPA estuvo explotando, y AT recibiría como parte de la concesión.

 

El numeral 16, ratificando la segunda parte del numeral 14.1. dice "El Concesionario deberá tomar las medidas necesarias y realizar los esfuerzos razonablemente necesarios para identificar nuevos cuerpos de agua naturales o artificiales, vertientes, pozos surgentes o no, napas subterráneas o cualquier otro recurso de Agua Cruda según sean necesarios para cubrir la ampliación del servicio y para atender las necesidades que se espera surjan en el futuro, y deberá solicitar a la Superintendencia de Aguas el derecho  usar dichas fuentes de agua..."
 

Que muestran estos artículos?

1. 1.      Que el Contrato hacía referencia explícita a fuentes de agua y su aprovechamiento por parte de la Concesionaria.

2. 2.      Con este contrato, se abría la posibilidad que el concesionario tenga acceso gratuito a cualquier fuente, no necesariamente dentro el área de concesión, y sin tomar en cuenta los usos que realizan las comunidades y pueblos. “El consorcio también se hará cargo de varias lagunas que son fuentes de agua importantes para los valles bajo y central"(O. Fernández en OP 5/XI/99 13A)
3. 3.      Se entrega al concesionario acuíferos, no lugares de fuentes de agua, lo cual pone en riesgo la sustentabilidad de la explotación de los recursos hídricos en el valle bajo y central de Cochabamba.

4. 4.      Algunas de las fuentes de agua utilizadas por SEMAPA son compartidas con comunidades (las lagunas de Saytu K’ocha por ejemplo) o existen conflictos potenciales por los impactos que generan su explotación (pozos profundos de El Paso), sobre los cuales el contrato no señala nada.

5. 5.      El riesgo de nuevas perforaciones de pozos en zonas donde hubo ya conflictos con los agricultores: "Al pasar a manos de AT los pozos de Vinto y sus alrededores y tener a su cargo la Prov. Cercado, ellos tienen la potestad de seguir perforando pozos en cualquier parte. "(O. Fernandez en OP 5/XI/99 13A)

6. 6.      Entre la búsqueda nuevas fuentes, la perforación de pozos como medida de corto plazo, agravan el riesgo de sobre explotación de los recursos hídricos: "la experiencia demuestra que lo más rápido para incrementar los caudales de agua es la perforación de pozos…Los pozos que tiene AT están en la jurisdicción de Quillacollollo, y es ahí donde tendría que perforar nuevos pozos. En la ciudad no se puede porque los caudales son mínimos, apenas llegan a los 10 l/s, mientras que en esa zona llegan  a 50 l/s. De ahí se deriva el problema con los regantes… el problema no son los medidores, el asunto es que se perforarían pozos en su jurisdicción". (Jorge Alvarado en OP 5/XI/99 13A).

Quejas del consumidor

 

Junto con el SIRESE han aparecido las Oficinas del consumidor, como parte de la cadena de instrumentos para operacionalizar el derecho de los usuarios a reclamar por las deficiencias de las empresas de servicios públicos; estas unidades creadas por las mismas empresas de servicios públicos, concesionadas o privatizadas, para recibir quejas o demandas, han sido consideradas un avance en el sistema de regulación boliviano.

 

En ese contexto, el Numeral 18.5.3. "El concesionario establecerá una oficina del consumidor (ODECO)…”. En esta oficina se concentrarían reclamos por "facturación excesiva, fallas técnicas y otras...", además de informar, orientar y educar al usuario (Apéndice 6 del anexo 7).

 

Pero, a pesar que no existen estudios puntuales al respecto, la experiencia de la implementación de estos instrumentos, desde 1997, muestra ciertos rasgos negativos para los intereses del público usuario:

· -          la tendencia a defender los intereses de la empresa antes que mantener un juicio objetivo de los reclamos

· -          la empresa es juez y parte, pues esta oficina de "defensa" del consumidor es financiada por la empresa, por tanto no es una instancia independiente de canalización de demandas.

 

Es decir, no solo que el consumidor esta limitado de fiscalizar decisiones que le interesan, producto de un poder sobredimensionado a la superintendencia,  como veremos luego, sino que esta bastante limitada para elevar reclamos sobre el servicio.

Costos adicionales asumidos por usuarios

 

Otro tipo de costos asumidos por los usuarios son los de calibración; el Anexo 5, numeral 1.1. dice que, luego de un reclamo sobre el medidor, "si la calibración demuestra que el medidor está midiendo dentro del límite de aceptación, el costo de la calibración deberá ser asumido por el usuario".
 

El principio de “full costs recovery”, promovido por el BM, acá es llevado a su punto extremo, pues la calibración y la atención de reclamos debiera ser parte del servicio del concesionario, no una carga económica para el usuario; con este riesgo, los usuarios no se animarían a reclamar por malas mediciones.
III. ASPECTOS JURIDICOS

 

El documento del contrato es enredado, por tanto difícil de leer, debido a la gran cantidad de anexos; de hecho, aspectos importantes del Contrato se hallan en estos anexos; el texto del contrato continuamente va remitiendo a algún anexo, por tanto requiere una lectura atenta. Por esta razón, para la Coordinadora fue un reto su análisis, mas aun tomando en cuenta que no se contaba con especialistas en derecho corporativo y regulatorio:

 

“…hemos tenido ciertas debilidades especialmente en el campo de la comisión jurídica y creo que además ha sido el eje de  la debilidad de la Coordinadora, el campo jurídico…, pero un contrato de semejante magnitud requería realmente viejos lobos de mar,  para poder desentrañar todo lo que tenía y plantearlo …en términos jurídicos. Cosa que tenga su base legal, esta es una cosa que evidentemente la Coordinadora no ha tenido abogados capaces de elaborar una propuesta en ese campo, porque ese contrato tenía, hasta desde el lugar donde se encontraban las comas, la forma de redacción  tenía realmente miles de lugares de los cuales, desde el punto de vista jurídico, se podía haber tomado,  la parte gruesa y conceptuada,( Gabriel Herbas V-00)

 

De todas maneras, es posible afinar algunas aristas críticas del Contrato en la dimensión jurídica.

Ilegalidad del contrato

 

El documento de “Informe y Conclusiones” de la Coordinadora, considera que "el proceso de licitación pública e internacional hasta la declaratoria de desierta y su posterior negociación bilateral y la suscripción del contrato...., adolece de vicios de nulidad por infracción expresa de normas básicas y de excepción establecidas por actos administrativos. Por tanto, los actores institucionales son pasibles de la responsabilidad administrativa, civil, penal en el marco de previsto por la ley 1178.

 

El proceso de la licitación y la etapa posterior de negociación se desarrollaron al margen de los principios de transparencia y costo-beneficio preestablecidos por la ley 1178. Se trata de un proceso amañado, encubierto y predigitado por una fuerte presión de intereses económicos y políticos".(Coordinadora....Informe y conclusiones 21/II/00)

 

Analicemos los argumentos de la ilegalidad del contrato:

 

No hay una ley marco para la Concesión; la ley sectorial 2029 se promulga posterior al contrato, según la Coordinadora implícitamente el gobierno reconoce la ilegalidad de la concesión y otros procesos previos, y lo "arreglan" con la Ley 2029 y su artículo transitorio, referido a las competencias de la Superintendencia para hacer concesiones  (Dr. Veizaga, asesor jurídico de la Coordinadora, en reunión equipo técnico que iba a negociar luego de febrero 17/II/00).

 

Pero la concesión ha sido hecha con el antecedente de la ley de aguas y el DS No 24716 o Reglamento de la Organización Institucional y de las Concesiones del sector de Aguas, por tanto en ese sentido no parece ser ilegal, si tomamos en cuenta que la ley de Aguas de 1906, que fue reglamento previamente (1876), se refiere a concesiones del agua, pero el agua es propiedad del Estado; el Reglamento de Concesiones reglamenta ley de 1906.

 

Los asesores se dan cuenta de la debilidad del argumento, pues en una reunión previa a las negociaciones se considera que existe “jerarquía de normas”, y se debe leer así las disposiciones aprobadas, por tanto, expresaba el equipo de abogados: “no podemos demostrar que tengan capacidad legal los que han firmado el contrato”, pues el DS o Reglamento, ayudan a aclarar y dar competencias a la Superintendencia, al carecer de ley.

 

Si bien este DS y reglamento no puede modificar/abrogar lo que hace el legislativo, cuando es materia no legislada, como es el caso, SI rige el reglamento
[19]. Los DS excepcionales, si es para el "bien público"(costo-beneficio), esta exenta de culpa.

(reunión equipo técnico que iba a negociar luego de febrero 18/II/00)

 

 

 

En síntesis, los argumentos jurídicos de la Coordinadora no lograron demostrar claramente que el contrato sea ilegal: afecta los intereses de la población, pone en riesgo derechos adquiridos, no es sustentable, pero parece que su proceso de implementación e no contradijo normas vigentes.
La forma de la licitación

 

El 19/IV/99, mediante DS No 25351 se declara desierta la convocatoria No MCEI/SE-SA/UR/SEMAPA-MISICUNI/05/98, pues el único proponente fue el consorcio Aguas del Tunari (AT), quien no cumplió con determinadas condiciones exigidas en el pliego de condiciones establecidas al efecto (14 de abril era le fecha límite)
[20]. El Art 2. Autoriza la negociación con AT, sobre "la base la propuesta técnica y económica, presentada en la licitación pública nacional e internacional..."y establece una comisión para que negocie "sobre la base de los documentos contractuales de la licitación No MCEI/SE-SA/UR/SEMAPA-MISICUNI/05/98 y la propuesta presentada por el indicado Consorcio".
 

"Porque no se declaró desierta la licitación del PMM, si ninguna de las propuestas presentadas satisfacía las condiciones exigidas en la convocatoria?”, se preguntaba un editorial del periódico Los Tiempos, reflejando las dudas ciudadanas y de la Coordinadora; “Porque no se consideró que esa única propuesta no se ajustaba a los términos de referencia de la licitación, los que después fueron adecuados" a las demandas del proponente?. Porque el gobierno autorizó la adjudicación del proyecto, pese a que no se habían definido temas tan esenciales como su financiamiento?

Porque se desechó la posibilidad de invitar a otros proponentes bajo las "nuevas" condiciones de concesión
[21]? (editorial de LT 19/XII/99 La Verdad sobre Misicuni).

Contrato por encima de la norma

 

El numeral 7 señala un conjunto de documentos, como anexos y " parte integral e indisoluble del presente contrato"
[22], pero inmediatamente señala que "ninguno de los documentos señalados anteriormente ni ningún otro documento podrá prevalecer sobre lo estipulado en el presente contrato".

 

Y el numeral 47.3., en el mismo sentido: "este contrato junto con sus anexos, constituyen el contrato completo y no existen otras restricciones, promesas, declaraciones, garantías, estipulaciones u obligaciones diferentes de aquellas expresamente expuestas en el presente Contrato. Este contrato reemplaza a todos los convenios y acuerdos, ya sean verbales o escritos, entre las partes con respecto al objeto del Contrato".

 

Como medida precautoria de los intereses de la empresa, se buscaba que en caso de conflictos, el único documento de referencia sea el contrato, desestimando la norma. El Dr. Neptali León, asesor temporal de la Coordinadora, decía que esto era un "barbarismo", pues la ley esta por encima de todo.

 

Pero además, como dice el documento de AEPA, esta redacción “…invalida completamente CUALQUIER ACUERDO de AT o de la Superintendencia de Aguas o de cualquier autoridad con personas individuales u organizaciones, tales como la que se firmó con las organizaciones cívicas de Vinto el mes de noviembre del presente año" (AEPA 1999:4), refiriéndose a que producto de los convenios de noviembre se firmo un convenio con los regantes, por el cual el gobierno se comprometía a no afectar las fuentes; pero este acuerdo no tenía valor frente al contrato, documento que sí, como hemos visto, afectaba fuentes de agua y sistemas alternativos.

 

Por otro lado, estos numerales contradicen el Art. 3 del DS No 25413, referido a que el contrato debía sujetarse a la propuesta adjudicada y adecuarse a las condiciones y formas establecidas por las Superintendencias, conforme a las normas regulatorias aplicables en la República de Bolivia", es decir la necesidad de estar basado en la ley boliviana, hecho que es rebasado.
Creación del Consorcio

 

En enero del 2000, la coordinadora expresaba su preocupación que "... se conceda la gestión del agua potable de Cochabamba a empresas creadas a último momento, con un capital de constitución irrisorio y que se van a capitalizar con los recursos provenientes del propio bolsillo de la población". (Coordinadora 28/I/2000:2).

 

Esta observación se refería a tres aspectos:

 

1. La creación de la Sociedad Anónima  en tiempo récord; el 2/IX/99 mediante DS el gobierno aprueba íntegramente el texto de los proyectos de contrato de concesión de Aprovechamiento de Aguas y del Servicio de AAPP y Alcantarillado en la ciudad de Cbba, a suscribirse entre AT y la Superintendencia de Aguas, licencia de energía eléctrica, régimen de bienes SEMAPA y Titiri, y se señala que AT debe constituirse en SA para la suscripción de los contratos de concesión y licencia.

 

El mismo día, a las 14:3, se lleva a cabo la reunión de la Junta general Ordinaria de accionistas de  SA, en Cochabamba. Bajo la presidencia de G. Thorpe, "presidente del directorio provisional", para nominar  el directorio de la sociedad; se decide "por unanimidad nombrar directores de la sociedad a todos los componentes de la lista presentada". A las 15:00, aun en Cochabamba, se reúne el directorio, para elegir Director general; la reunión termina en Cbba a las 15:30, y luego es "llevado a La Paz" ante la notaria Tatiana Teran de Velasco, y firma por lo menos una de las personas que estaba en la reunión de Cochabamba (María Isabel Ríos Villegas). A las 15:30, se reúne nuevamente la Junta de Accionistas en forma extraordinaria, en la ciudad de Cochabamba, y se decide incrementar el capital autorizado actual de 93800 Bs. a 146.5000.000 Bs. Se dice que un 40%, es decir 58.600.000 Bs. han sido pagados al momento de la firma de esta acta., el saldo tienen plazo de dos años. Se nombra a Enrique Barrios para que haga los trámites necesarios ante la notaria de fe Pública y el Servicio Nacional de Registro de comercio. Estas medidas implican modificar estatutos, se los redacta, la reunión termina a las 16:00, y se "lo lleva a La Paz", pues a esa misma hora se emite el Testimonio de la escritura Pública No 329/99, en La Paz ; por ella, consorcio da el Poder a G. Thorpe (resuelto en la reunión de horas 15:00 del directorio); se presentan María Isabel Ríos Villegas (vicepresidenta del directorio, y Enrique Barrios (secretario) (quienes estuvieron en Cbba, casi paralelamente); documento presentado luego al Servicio Nacional de Registro y Comercio (SENAREC) . A las 17:00, en La Paz, se emite el Testimonio de la Escritura pública No 9.039/00 de modificación de estatutos, suscrito dentro la sociedad AT, Ante notaria Tatiana Teran de Velasco. Cambios de testimonio original, particularmente patrimonio, en base a resolución de reunión de junta extraordinaria de accionistas de AT a horas 15:30  en Cochabamba

 

Por fin, por Resolución Administrativa No 02-15954/99, el Servicio Nacional de Registro y Comercio (SENAREC), otorga a AT la matrícula de funcionamiento No 07-046522-02, pues se aprueba la documentación presentada por el consorcio AT: Escritura Pública de 19/VIII/99 y Poder de 2/IX/99. Se debe aclarar que esta Resolución ha salido antes de la modificación de estatutos (aparece como antecedente p. 1 de Testimonio No 9.039/00 )

 

Es decir, "hasta el 2/IX/99 AT continuaba como Sociedad Accidental."  (Comité...XII/00:1). Por tanto debieron apresurarse para sacar su SA, pues el DS 25501 así lo estipulaba. Tomando en cuenta que este tipo de tramites en Bolivia dura semanas, sino meses, es sorprendente la velocidad del trámite, mas aún, será legal este procedimiento?, pues como es posible que funcionarios de AT estén un momento en Cochabamba y, casi paralelamente en La Paz haciendo el trámite siguiente?. El gobierno nunca pudo aclarar este tema, tampoco la Superintendencia.

 

2. 2.      Creación de AT para la licitación, siendo considerada una empresa fantasma.

El “Informe y Conclusiones expresa que “se ha suscrito un contrato donde la existencia legal de la empresa líder International Water Limited (55% de acciones) no está demostrada….La documentación entregada demuestra que no está avalada por una empresa de auditoría independiente…No está con el registro notarial respectivo; no lleva el registro consular boliviano en Inglaterra. Por tanto no tiene la verificación de la firma del cónsul por parte de la cancillería". (Coordinadora....Informe y conclusiones 21/II/00:1) Y concluye: 

 

"Con todo... el análisis efectuado no alcanzamos a comprender... (como) el gobierno ha logrado suscribir un contrato con un consorcio cuyo socio principal IWL que participa con el 55% accionario no hubiese presentado documentación que demuestre su existencia legal, su capacidad financiera y solvencia técnica". (Coordinadora...Informe y Conclusiones 21/II/00:3)

 

Al haberse constituido de una manera poco transparente, para decirlo menos, la “existencia legal” de AT  es puesta en tela de juicio, pero como mostraba arriba, crear una empresa filial, de un dia para el otro, con un capital casi simbólico, y en un paraíso fiscal (las islas Caimán) forma parte de las estrategias desarrolladas por las empresas multinacionales para favorecerse de liberación de impuestos, libertad de movimiento de capitales, sin comprometer a la empresa madre cuando se vean involucrados en escenarios conflictivos, como fue el caso cochabambino.

 

 

 

Competencias de la Superintendencia

 

Tres temas son discutidos en este punto: la Superintendencia estaba habilitada para dar concesiones? Segundo, eran legales las acciones del superintendente? Y Tercero, estas acciones eran imparciales?

 

Sobre el primer aspecto, el punto 30.2.2., referido a  Autorización, Firma y Efecto., dice: "La firma, celebración y cumplimiento del presente contrato por parte de la Superintendencia de Aguas, están dentro de sus facultades y son conformes a la Ley aplicable...""

 

Los asesores jurídicos de la Coordinadora consideraban que "El Superintendente no tenía competencia para otorgar la concesión de las fuentes de agua"(Comité...XII/99:2), pues la ley da la delegación en octubre en el art. Transitorio de la ley 2029, pero la concesión es en septiembre; ello demuestra que no existía ley, ergo, ilegalidad del contrato. Por otro lado, la Superintendencia tiene responsabilidades regulatorias, no de dar concesiones (J.Veizaga en reunión equipo técnico que iba a negociar luego de febrero 17/II/00).

 

En realidad la Ley SIRESE establece claramente la competencia de las Superintendencias sectoriales de otorgar concesiones (art. 8. Inc c), y como veíamos arriba, el contrato con AT se realiza con el marco de la Ley de Aguas de 1906 y el DS 24716; por tanto, a la primera pregunta la respuesta es sí, la Superintendencia estaba habilitada para otorgar concesiones.

Respecto a la segunda pregunta, luego de la aprobación de la ley 2029, se emite el DS No 218944 de 9 de diciembre de 1999, señalando que “… con el objeto de dar continuidad a la regulación, control y supervisión de las actividades del sector aguas y hallándose en receso el congreso nacional, corresponde designar interinamente al Superintendente de SSBB, de conformidad al artículo 96…”, se nombra interinamente en ese cargo al Ing. Luis Uzin, entonces Superintendente de Aguas.

 

Normalmente este funcionario debiera ser nominado por el parlamento, pero argumentando que el Legislativo estaba en receso, el gobierno emitió el DS. El Comité de Defensa del Agua, a través del Ing. Maldonado consideró este hecho como viciado de nulidad, pues el 9 de diciembre el parlamento estaba en sesión. Por otro lado, aunque Uzin fue nominado Superintendente de SSBB, sigue realizando funciones como "super" de Aguas; ello esta probado pues el 12 de diciembre, 3 días después de su nominación interina, Uzin convocó a la audiencia pública, firmando como Superintendente de Aguas. (Maldonado en LT 16/XII/99 C2).  Por tanto, a la segunda pregunta, la respuesta es No, las acciones del Superintendente de SSBB tienen vicios de nulidad por el procedimiento de su nombramiento y las resoluciones que emite inmediatamente.

 

Por último, a la tercera pregunta, existen evidencias sobre la actitud parcializada del Superintendente respecto al contrato y la forma como manejo su implementación:

 

Previo a las elecciones municipales de diciembre declara que no habrá tarifazos, pero con las facturas de enero esta se hizo realidad, bajo la autorización del Superintendente
[23].

 

Reduce la Tasa de Regulación del 3 al 2%, como parte de las “concesiones” del gobierno para evitar la “toma simbólica de Cochabamba”, y no producto de un análisis técnico.

 

Pero lo más importante, la actitud del Superintendente de defender el incremento tarifario fue duramente criticado por la Coordinadora durante las negociaciones, por no defender los intereses de los consumidores, como establece la Ley SIRESE.

Factura; documento judicial

 

Anexo 5, numeral 1.4 dice: "si el usuario no cancela el monto adeudado en un plazo de seis meses a partir de la fecha del corte de Servicio inicial, el concesionario podrá desconectar el Servicio en forma definitiva, pudiendo recurrir a los recursos que tenga disponibles de acuerdo a la ley para recuperar los montos adeudados por el usuario y sus costos incurridos en la recuperación de dichos montos."
 

Es decir, la factura se convertía en documento incriminatorio para el usuario, con el cuál el concesionario estaba habilitado a tomar medidas extremas, como el remate de la vivienda, para "recuperar los montos adeudados". Esta es una medida absolutamente arbitraria, que busca favorecer la capacidad de recuperación de deudas a favor de la empresa concesionaria, e ignorando otra valoración social. Al corte del servicio, que en sí mismo es un castigo polémico y debatido al interior de los expertos en regulación, se añade este mecanismo judicial donde los usuarios saldrían perdiendo. Por lo demas, este punto será repetido en la ley 2029 (art. 70).  

Confidencialidad y acceso a información

 

El numeral 24.1. especifica que la concesionaria debe permitir la supervisión por parte de la Superintendencia, por “…ello mantendrá registros técnicos y financieros. La Superintendencia podrá publicar la información proporcionada por el Concesionario, con excepción de aquella información, que, a solicitud del concesionario, haya sido calificada como confidencial, información privilegiada o secretos comerciales del concesionario o que constituya propiedad intelectual del Concesionario...".

 

Cuál es esa información? Entre ellas obviamente esta el modelo financiero, secreto bien guardado.

 

Y más adelante, en el 24..3.1. se lee: "Ninguna de las partes divulgará a terceros información alguna cuyo carácter confidencial haya sido especificado por la otra parte o de la cual conozca, se entere o tome conocimiento directo en virtud de su participación en este contrato y en las negociaciones que llevaron a la celebración del mismo. Dicha obligación de mantener la confidencialidad se extiende a todo el personal al servicio de las Partes por lo que las mismas deben adoptar las medidas que sean necesarias para que dicho personal cumpla con las normas de confidencialidad aquí establecidas...."
 

Y que entiende por información confidencial?, pues toda información obtenida "en la sala de datos como parte del proceso de licitación y negociación, incluyendo entrevistas con personal autorizado y visitas de inspección de las instalaciones de SEMAPA. Igualmente, toda aquella información presentada por el concesionario con relación al proceso de licitación y negociación o por los accionistas en relación con su oferta de suscribir el presente contrato...". La confidencialidad durará 5 años (24.3.3.).

 

Por que este artículo de confidencialidad? Por que incluir la información de SEMAPA, una institución pública como parte de la información confidencial? Que. aspectos de la negociación deben estas fuera del alcance del público? El hecho de que Misicuni había dejado de ser múltiple tal vez, aunque en el contrato no esta escrito como tal? O el modelo financiero, base del criterio de ganancia de la empresa, con una TIR absolutamente sobredimensionada?

 

No se decía que era un proceso transparente? Son las preguntas que salen como conclusión de la lectura del texto
[24].  Este es otro indicador de la escasa transparencia del proceso de concesión y los cercos impuestos por el gobierno y la concesionaria a la posibilidad de acceso público a los arreglos arribados. 

Ventajas al Concesionario para romper contrato

 

El numeral 27.3.5. dice que el concesionario podrá solicitar la terminación del contrato (27.3), "si no fuese posible obtener financiamiento, sujeto a cláusula 12.2 del presente contrato, hasta el 31/XII/02 o hasta seis meses después de la finalización de la construcción del túnel..."

 

Que pasaba si nadie quería financiar el PM flexibilizado, sabiendo que este había sido vetado por el BM?, pues, el concesionario tiene una puerta abierta para retirarse, y "dejar colgados" a los cochabambinos, como decía un ingeniero.

 

Por otro lado, cuando cualquiera de las partes decida romper el contrato, sea por Declaratoria de Caducidad, a solicitud de la Superintendencia, o en caso de terminación a solicitud del concesionario, el concesionario recibe una compensación, sea el Valor de Pago por incumplimiento del Concesionario, o el Valor de Pago por incumplimiento de entidad gubernamental o la Superintendencia de Aguas. (27.5.1.). Es decir, si AT decidía irse, recibía una compensancion por su partida, otro detalle arbitrario y parcializado del contrato, en favor de la empresa. 

Resolución de controversias: otra ventaja al concesionario.

 

Bajo el antecedente de otras experiencias conflictivas en procesos de concesión, como la de Jujuy, el contrato abre la posibilidad de recurrir a "mecanismos de resolución de controversias establecidos en tratados internacionales reconocidos por la República de Bolivia (41.3) (arbitraje bajo las reglas del CCI, ICSID, o UNCITRAL y otros organismos similares -41.5-) . Y las decisiones de estos tribunales arbitrales son definitivas y obligatorias, y están prohibidos recursos de apelación a cualquier otro tribunal (41.6).

 

Como se sabe, la tendencia de estos tribunales, como el International Centre

for Settlement of Investment Disputes (ICSID), dependiente del BM, es que tienden a proteger los intereses de las empresas multinacionales. Estos escenarios, promueven la defensa de los intereses privados, por tanto es probable que el gobierno boliviano saldría perdiendo. 

Anticonstitucionalidad del contrato

 

Por las limitaciones en su equipo jurídico, la Coordinadora nunca pudo presentar un documento de inconstitucionalidad del contrato ante el Tribunal Constitucional de la República, pero en las discusiones salieron por lo menos tres argumentos para considerar el contrato como contradictorio a la CPE:

 

1. 1.      Monopolio. Este tema fue recuperado en la demanda de la ley, así es que no me detengo en este punto. Simplemente mencionar que la otorgación de derechos exclusivos a AT en el área de concesión contradice el carácter anti monopolico del de la CPE.

 

2. 2.      Acción judicial al que no pague: remate. 

 

3. El agua es un elemento fundamental para la vida y su carencia o limitación en su acceso atenta un derecho humano, expresado en el art.… de la CPE. (Doctora de FEJUVE pueblo en reunión de Comité 10/I/00)

IV. ASPECTOS FORMALES

Subjetividad en la redacción

 

Hay varios puntos del contrato, donde la redacción es ambigua y subjetiva, pues en vez de presentar indicadores objetivos para medir una acción, una toma de decisiones, se aplica el criterio de la empresa. 

 

Punto 14.9. a propósito del derecho de la concesionaria de vender agua a terceros, previa autorización de la Superintendencia de Aguas, dice: "... dicha autorización no será negada por motivos razonables". 

 

Qué se entiende por razonables? Razonables para la empresa?. Esta es una redacción que facilita a la empresa tomar decisiones.

 

El artículo 9 en el contrato de Régimen de Bienes de Misicuni, se lee: "En el caso que el túnel principal no sea entregado al Concesionario de conformidad con lo estipulado en el contrato de Régimen de Bienes ..., hasta el 31 de julio del 22001, entonces todas las obligaciones del concesionario bajo este contrato..., serán postergadas por un periodo igual al tiempo entre el 31de julio del 2001 y la fecha real de entrega del Túnel Principal al Concesionario, a satisfacción de este".

 

Qué significa "a satisfacción de este?"; la ambigüedad del término, más aún, la subjetividad de la afirmación, esta orientada a dar ventajas al concesionario, pues el concesionario podrá postergar plazos hasta cuando se considere "satisfecho".

 

Idem en el numeral 18.6.6. Cuando haya suspensión del servicio por más de 24 horas "el concesionario deberá proveer a los usuarios, en la medida de lo razonablemente posible, un servicio alternativo..."

 

Errores de transcripción

 

En la tabla 1, pag. 6, Anexo 5, se indica que el cobro por el consumo de agua potable será efectuado por m3/seg, a partir de los 13 m3, cuando debiera decir m3/mes; el Superintendente Uzin reconoció el error, de escritura o redacción. "Errar es humano" dijo (en LT 28/I/00 C2). Lo que Uzín se resistió a reconocer es que fue producto de la presión social que el gobierno se vio obligado a reconocer este tipo de errores, ausencias y vacíos, sean o no voluntarios; más aún, por este tipo de errores se pidió la revisión del contrato.

 

CONCLUSIONES

 

1. 1.      El contrato de concesión con el Consorcio “Aguas del Tunari” forma parte de la estrategia gubernamental por introducir la participación privada en el agua potable y los recursos hídricos, bajo el soporte, económico y técnico del Banco Mundial; el préstamo de este organismo a SEMAPA se hallaba dentro este propósito.

 

2. 2.      El contrato, tal como estaba formulado, no garantizaba la ejecución del PMM, en los términos elaborados originalmente en el denominado Informe PARIBAS. El contrato “flexibilizó” el proyecto, para hacerlo más aceptable a los intereses económicos de la empresa.

 

3. 3.      Por el contrato, el concesionario no asumía obras e inversiones sobre las cuales no obtendría ganancias, por tanto las consideraciones ambientales y sociales estaban subordinadas a  esta lógica de ganancia y lucro.

 

4. 4.      El contrato estaba pensado para que la concesionaria obtenga rápidas ganancias, y con inversiones mínimas, traducido en incrementos tarifarios y una Tasa Interna de Retorno sobredimensionadas.

 

5. 5.      Las posibilidades de un acceso equitativo al agua potable y las fuentes de agua, para los sectores socialmente más desaventajados de la población, no estaban garantizadas por los términos del contrato: aplicación de principios monopólicos y “full costs recovery”, prohibición de funcionamiento de sistemas alternativos,  aplicación de servidumbres, incrementos tarifarios excesivos, incertidumbre en el acceso a fuentes de agua tradicionales para comunidades campesinas, ente otras medidas, afectaban directamente a una distribución equitativa del agua potable y el recurso.

 

6. 6.      El contrato, con el respaldo de la Ley 2029 y el SIRESE, introducía mecanismos para evitar un control y fiscalización de las decisiones de la empresa concesionaria; mediante una cláusula de confidencialidad se impedía acceder a información fundamental para este propósito, particularmente el modelo financiero; asimismo los instrumentos para canalizar las quejas de los consumidores no garantizaban una resolución adecuada de las demandas ciudadanas.

 

7. 7.      Existen evidencias que muestran irregularidades jurídicas, además de contradicciones con otras normas jurídicas, orientados a proteger los intereses de la concesionaria, ante cualquier eventualidad. Aun la forma subjetiva y enredada de redacción, favorecía estos propósitos.

 

 

Oxford

Noviembre 2000
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�[1] Capítulo de un reporte elaborado para el CERES- Cochabamba 


�[2] Esto corresponde a un promedio de 5.8% en 1997 (PARIBAS/SEMAPA/Empresa Misicuni, 1998: II-52)


�[3] Por ejemplo, una comitiva de gobierno, a la cabeza del ministro Crespo, que incluía Manfred Reyes Villa, Edgar Montaño, Gonzalo Rico, llegó a Londres y realizó varias reuniones con empresas inglesas, buscando interesarlas en la convocatoria (Embajador de Bolivia en Inglaterra IX-00) 


�[4] “Cuando se declaró desierta la convocatoria…, con el mismo decreto se autoriza a negociar con AT en base a su propuesta y no sobre la base del Proyecto Misicuni; Por ejemplo no reconoció estudios de factibilidad, prefactibilidad para el proyecto; por eso se dice que es una nueva propuesta. (Ing. Alvarado en reunión Comité de Defensa del Agua 24/I/00)


�[5] El contrato con Aguas del Illimani, en La Paz, tampoco contempla este tema (Solon 2000:5)


 


�[6] Lo paradójico es que "el contrato de concesión con Aguas del Illimani para las ciudades de LP y El Alto no habla de exclusividad en el área del concesionario” (Solon 2000:4).


�[7] Mas adelante dice, en el mismo sentido: El Concesionario queda autorizado y se le conceden derechos exclusivos (19.1), para El abastecimiento a la población, comercios e industrias en el Area de concesión (19.1.1.)


�[8] Desde noviembre del 99, en las reuniones de los lunes del Comité, en el Colegio de Arquitectos de Cochabamba, participaban representantes de barrios con sistemas propios, y que se acercaban al Comité para informarse.


�[9] Al respecto, ver los artículos escritos por Guido Espinoza en Los Tiempos a lo largo del conflicto.


�[10] Palast dice que “ni el contrato, tampoco reglas básicas de regulación debieran permitir cualquier cargo para Misicuni, antes y hasta que el agua fluya del proyecto. Aun ahí, solo debería alcanzar una “tarifa justa y razonable”, siguiendo la lógica de los tribunales norteamericanos, sistema que el BM lo elogia (Palast 2000:3)


�[11] Hay ciertos análisistas y el mismo gobierno que consideran que la posición de la Coordinadora en el tema del Contrato fue cambiando, pues un dia pedían una cosa y el siguiente otra. Desde diciembre, mes donde el conflicto ingresa en su escenario mas “caliente”, estuvo claro para los miembros del Comité de Defensa y la Coordinadora  que la rescisión era el objetivo.


�[12] La otra medida fue reducir el incremento del 35% al 20%


�[13] Este documento fue luego asumido como oficial del Comité de Defensa del Agua.


�[14] Quillacollo se halla dentro las zonas consideradas concesibles por la ley 2029


�[15] El sentido de reciprocidad cochabambina hace que, al momento de la instalación por parte de los trabajadores de la empresa de Agua (en este caso SEMAPA), el usuario, en la medida de sus posibilidades económicas invite la comida, bebida (el famoso ch’aki), ayude él mismo en la instalación, y si el trabajo satisface sus expectativas distribuya una propina.  


�[16] Cuando se constituyen como Sociedad Anónima en Bolivia, los depósitos no entran al mismo tiempo. No hay prueba del depósito de 10 millones de constitución de la sociedad; aparentemente tienen plazos según el Código de Comercio (reunión equipo técnico que iba a negociar luego de febrero 17/II/00)


�[17] No olvida que el ministro de comercio Exterior, Carlos Saavedra Bruno, responsable gubernamental por la licitación y concesión, también es dirigente mirista.


�[18] Por ejemplo, en el convenio luego de los bloqueos campesinos y de regantes, de noviembre de 1999, el punto habria sido “aclarado” (refiriéndose a los pozos en la zona), porque hubo mala interpretación de parte de los dirigentes de los regantes porque las áreas de concesión afectan solamente la ciudad de Cochabamba, lo cual no incluye a las provincias" (Superintendente Uzin en Op 6/XI/00)


 


�[19] En nuestro sistema constitucional no existe materia legisladora que sea emitida por el ejecutivo, excepto en las dictaduras militares (incluido el Gral. Banzer), donde el ejecutivo emitió leyes fundamentales en la vida económica y social del país.


�[20] De hecho el consorcio AT no presentó una propuesta según la convocatoria, sino una suerte de agenda de negociación (Claudia Vargas; comunicación personal; X-00)


�[21] Se sabe que General De Seaux y Enron estaban interesadas. (Comité de defensa 1999:1)


�[22]  a. Resol. Adm. SA No 24/99 de 3/IX/99


b. DS No 25413 de 11/VI/99


c. Resolución del Directorio Misicuni No 005/98 4/VI/98


d. Resolución del Directorio SEMAPA No 013 de 8/VII/98


e. Ordenanza Municipal No 2162/98 de 9 julio 98


f. DS No 25133 de 21/VIII/98


g. DS No 25351 de 19/IV/99


 


�[23] El Comité de Defensa del Agua denunciaba: (el Superintendente) “amenaza que deben pagar esos incrementos si quieren agua y Misicuni, en los mismos términos que el gerente de AT ; se puede decir que es autoridad? Comité ...XII/99:3).


�[24] Este acápite de la confidencialidad se habría incluido para proteger información tecnológica y financiera de propiedad de la empresa, que podría ser copiada por empresas competidoras (Claudia Vargas, comunicación personal; VII-2000), pero el sentido de la redacción mas bien apunta a mantener información fundamental de los términos del contrato, particularmente el modelo financiero, fuera del alcance del público.





